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INTRODUCCIÓN 
 

El presente documento aborda el tema de la reparación de las víctimas mili-

tares del conflicto armado colombiano a partir del análisis jurídico y jurispru-

dencial, y considerando el escenario de justicia transicional en el país. El 

problema de investigación surge del debate que se ha presentado en el trato 

diferencial en materia de reparación entre víctimas civiles y víctimas militares 

en Colombia, produciendo diferentes posturas en torno al tema. Aunque se 

han logrado avances en este campo buscando que la legislación sea compa-

tible con los estándares internacionales de los Derechos Humanos y el Dere-

cho Internacional Humanitario, aún se refleja contraposiciones en cuanto a la 

diferenciación que se hace entre víctimas civiles y víctimas miembros de las 

Fuerzas Pública. En efecto, la Ley 418 de 1997 limitaba de manera estricta la 

calidad de víctima a la población civil, pero la Ley 1448 de 2011 vino a am-

pliar la comprensión de quienes se consideran víctimas. Ahora, se ha supe-

rado la visión de víctima incorporando a los miembros de la Fuerza Pública, 

pero se ha dispuesto un tratamiento diferencial en materia económica. 

 

Para algunos, la reparación económica de las víctimas militares tiene su ori-

gen en el régimen especial laboral que se le aplica a los miembros de la 

Fuerza Pública, resultando incompatible con la verdadera naturaleza de la 

victimización que se encuentra limitada por el conflicto armado y, en conse-

cuencia, afectando varios principios y postulados constitucionales como la 

igualdad. Y es que el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 

menciona que “cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en 

los términos del presente artículo, su reparación económica corresponderá 

por todo concepto a la que tengan derecho de acuerdo al régimen especial 

que les sea aplicable. De la misma forma, tendrán derecho a las medidas de 

satisfacción y garantías de no repetición señaladas en la presente ley”. 
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La Corte Constitucional se pronunció sobre el tema en su sentencia C-161 

del 7 abril de 2016, declarando la exequibilidad de la norma demandada, es 

decir, el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011. Aun así, persiste 

el debate en relación con el tema, y ello se puede reflejar las aclaraciones de 

voto y los salvamentos de voto de algunos de los Magistrados de la Honora-

ble Corte Constitucional. En ese sentido, existe aún la necesidad de investi-

gar sobre el tema planteado con el fin de brindar nuevas interpretaciones que 

conlleven a la solución jurídica del problema. Se debe considerar este tema 

como un punto crucial de la reflexión social y política, aún más cuando el 

conflicto armado interno ha afectado sin discriminación tanto a la población 

civil como a militares y policías. Para ilustrar dicho impacto, basta con reco-

nocer que de los 9.024.724 de víctimas que hay en el país, 219.787 corres-

ponden a miembros de la Fuerza Pública (2.43%)1 y que de las 11.481 vícti-

mas por minas antipersona en el país, el 60% son miembros de la fuerza pú-

blica (Zamora, 2017).  

 

A partir de lo anterior, el objetivo de esta investigación es analizar la repara-

ción de las víctimas militares del conflicto armado en Colombia a fin de esta-

blecer sí hay una diferenciación no fundamentada en su tratamiento respecto 

de las víctimas civiles, y para ello, se ha realizado: 1. Una exploración del 

concepto de conflicto armado dentro de la literatura y a la noción de víctima y 

sus derechos desde el ordenamiento jurídico internacional y nacional, la ju-

risprudencia y la doctrina; 2. Un análisis del concepto de víctima militar del 

conflicto armado y sus derechos desde la normatividad, la jurisprudencia y la 

doctrina, y 3. Un estudio de la reparación integral de las víctimas del conflicto 

armado considerando varios aspectos que generan tensión como la justicia 

transicional y nuevas concepciones de reparación como la ofrecida por el 
                                                
1 El 87,7% corresponde a miembros del Ejército Nacional, 10,7% a miembros de la Armada 
Nacional y 1,6% a miembros de la Fuerza Aérea Colombiana. Valga resaltar que la informa-
ción suministrada se encuentra aún en proceso de actualización mediante el trabajo coordi-
nado entre las instituciones y la Unidad de Víctimas. Del total de víctimas de la Fuerza Públi-
ca se estima que cerca de 1.464 aparecen en dos o más fuerzas, lo que implica un doble 
registro.  
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Acto Legislativo 01 de abril de 2017, que sin duda involucra la reparación de 

las víctimas militares del conflicto armado. Por último, se presentan de forma 

sintética las conclusiones de la investigación. 

 

La investigación se enmarca en el paradigma histórico interpretativo propio 

de las Ciencias Sociales y Humanas como el Derecho, y tiene un enfoque 

cualitativo debido a que busca la descripción a profundidad de los fenómenos 

desde datos cualitativos, es decir, no se pretende la cuantificación de la in-

formación ni el control de variables. Así mismo, la investigación es de tipo: 1. 

Jurídica al acudir a la interpretación del ordenamiento jurídico y los postula-

dos constitucionales desde la exploración de la normatividad, la jurispruden-

cia y la doctrina, y 2. Analítica al buscar unidades de análisis que componen 

o estructuran el objeto de estudio para su mayor comprensión. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

6 

1. CAPÍTULO I 

LOS CONFLICTOS ARMADOS INTERNOS, EL CONFLICTO ARMADO 
COLOMBIANO Y VÍCTIMAS 

 

 

1.1. Los conflictos armados internos: naturaleza, interpretaciones y 
retos dentro de la literatura 

 

Los conflictos armados internos corresponden a un fenómeno ampliamente 

abordado dentro de la literatura, pero aun así, los estudios generales y espe-

cíficos dentro de este campo no logran satisfacer todas las preguntas y las 

dudas que surgen sobre el tema. Muchos territorios y sociedades han expe-

rimentado conflictos armados, aunque claro está, algunos países han sufrido 

de manera más drástica los efectos de los conflictos armados. En todo caso, 

los conflictos armados han sido causa de incalculables daños, pérdidas y 

sufrimientos (Buchowska, 2016). Mangas (1999, p. 17) hace un acercamiento 

a diferentes conflictos armados que surgieron con posterioridad a la segunda 

guerra mundial (1939-1945) contando más de 30 concluidos y otros tantos 

que aún surgen o se reproducen desde la década de los 90 del siglo 20, cla-

ro está, sin contar las guerras internacionales ni los conflictos para la libera-

ción colonial.  

 

Gleditsch, et. al. (2002, p. 615) señala que en el periodo de 1946 al 2011 se 

han presentado 225 conflictos armados a nivel mundial y de estos 34 estu-

vieron activos hasta el 2001. Y Wallensteen y Sollenberg (2001) sostienen 

que a pesar de haber disminuido los conflictos armados intraestatales e in-

terestatales con posterioridad a la guerra fría, ello no permite concluir que 

habrá una tendencia permanente a la reducción de conflictos. Pero Sedky 

(1999) advierte que después de la Guerra Fría se han intensificado los con-

flictos (más de 100 entre los años 1989 y 2000), afectando de manera princi-

pal a la población civil. En efecto, como se observa en la tabla 1, hay diver-
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sos tipos de violencia descritos dentro de la literatura (directa, indirecta y 

simbólica), y cada uno de estos tipos de violencia generan impactos negati-

vos sobre la población civil. 

 

Tabla 1. 

Tipos de violencia utilizados en los conflictos armados 

Categoría Descripción 

Física y psíquica 

o directa 

(Directa) 

Herir, inmovilizar, asesinar. 

Maltratar la psiquis de la persona reduciendo su capacidad 

mental. Incluye amenaza, enfermedad, adoctrinamiento o ham-

bre. 

Estructural o 

indirecta 
Se fundamenta en estructuras sociales y legales. 

Acude a la coacción de aparatos militares y policivos. 

Incluye el apartheid. 

Cultural o simbó-

lica  
Hay legitimación de las otras formas de violencia, es decir, pa-

rece razonable y proporcional. 

Incluye legitimación vía ideológica o religiosa, o el discurso de 

superioridad por razones diversas. 

 
 

Fuente: Autora a partir de Fisas (1998). Cultura de paz y gestión de conflic-

tos. 

 

Sin duda alguna, la historia de la humanidad se encuentra llena de conflictos 

cada uno marcado por muy diversas características y dinámicas, lo que su-

pone, por un lado, una tendencia casi que natural hacia este tipo de fenóme-

nos, y por otro, unos costos interminables de cuantificar. En efecto, muchos 

autores sostienen que los conflictos son connaturales a cada tipo sociedad y 

que pueden estar enmarcados en los más diversos factores como religión, 

ideología, economía, política, territorio, recursos, entre muchos otros más 

(Tilly, 1992; Doom y Koen, 1997; Valencia, et. al., 2012; Gleditsch, 1998), 
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aunque no todos ellos terminan en violencia, ya sea está directa, estructural 

o simbólica (Galtung, 2003; Galtung, 2016) (ver tabla 1). Es precisamente allí 

donde radica el problema, pues el conflicto en sí no supone algo bueno o 

malo ya que constituye algo necesario en las sociedades democráticas (Gi-

rard y Koch, 2001), lo trágico se refleja en el uso de la violencia como meca-

nismo para superar las diferencias. En este sentido, los conflictos armados 

internacionales y no internacionales producen los efectos más devastadores 

para las sociedades. 

 

Pero no todos los conflictos armados llegan a su conocimiento y socializa-

ción, y muchos quedan sin mayor registro en la historia: 

 

“Casi todos son guerras olvidadas entre nosotros y su crueldad y 

violencia causa indiferencia o son simplemente desconocidas 

para la opinión pública; guerras ocultas o despreciadas por los 

medios de comunicación, ya sea porque sólo algunas guerras 

nos son más próximas culturalmente o políticamente o porque 

son todavía más crueles. Se ha dicho, y parece ser verdad, que 

hoy la guerra se esconde, porque el conflicto contemporáneo es 

un conflicto no internacional que tiende a ser anónimo” (Mangas, 

1999, p. 23). 

 

En otras palabras, los conflictos armados que se registran en los más diver-

sos medios de comunicación, así como en los informes y los estudios respec-

tivos, no representan la totalidad de casos que se presentan en el mundo. 

Muchos no tienen mayor divulgación y quedan ocultos de la opinión y la re-

flexión social y política, pero hay una convergencia en reconocer los efectos 

dramáticos que producen. Pero antes de reconocer algunos de estos efectos, 

es preciso hacer una exploración al concepto conflicto armado a fin de com-

prender e interpretar en algo su naturaleza, aunque se advierte previamente 

que no existe una posición homogénea dentro de la literatura política, social, 
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jurídica y económica. En efecto, todas estas áreas han intentado contribuir a 

la construcción del concepto de conflicto armado, pero aún no se observa 

una unidad conceptual de comprensión. 

 

Rettberg (2005, p. 66) hace un recorrido por los diferentes estudios adelan-

tados en el ámbito académico y que tienen por objetivo intentar explicar el 

fenómeno de los conflictos armados. Señala que las investigaciones han in-

tentado definir el concepto de guerra y/o conflicto armado, algunos partiendo 

de datos cuantitativos que sirven en la clasificación de los mismos. Por 

ejemplo, los trabajos de Wallensteen y otros dividen los conflictos armados 

en menores, intermedios y guerras a partir de criterios que han permitido 

demostrar la prevalencia de conflictos armados internos sobre los conflictos 

internacionales; y los aportes investigativos de autores como Gurr y Tilly han 

propuesto categorías que incluyen nuevas formas de violencia: “rituales vio-

lentos, eventos de destrucción coordinada, oportunismo y reyertas”. Y a es-

tas se suman tipologías más recientes de autores como Holsti (guerras insti-

tucionalizadas, totales y del tercer tipo) o Kaldor (nuevas guerras). 

 

También se acude al criterio tiempo o cronológico para la clasificación de los 

conflictos armados, por ejemplo, en relación a los conflictos modernos o las 

guerras modernas, Sedky (1999, p. 16) expresa que los conflictos se pueden 

clasificar en previos, durante y posterior a la guerra fría. En el primer grupo, 

las guerras se caracterizaron por involucrar sólo Estados de manera indivi-

dual y ser de tipo clásico, en la segunda categoría los conflictos se mostra-

ban la participación de bloques políticos o las luchas por lograr la descoloni-

zación, y en el tercer tipo se ubican conflictos no estructurados en donde se 

observa la prevalencia de las guerras internas y la desintegración de los Es-

tados. 
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Entonces, no hay duda de que los conflictos armados son un fenómeno am-

pliamente analizado, y uno de los autores con mayor reconocimiento en este 

campo es Fisas (2004) quien señala: 

“Entendemos por conflicto armado todo enfrentamiento protago-

nizado por grupos de diversa índole, tales como fuerzas milita-

res, regulares o irregulares, grupos armados de oposición, gru-

pos paramilitares o comunidades étnicas o religiosas que, con 

armas u otros medios de destrucción, y organizados, provocan 

más de cien víctimas en un año a través de actos intencionados, 

sea cual sea su justificación. La cifra de cien muertes es, por su-

puesto, un indicador que debe relativizarse en función de otros 

elementos, como la población total del país y el alcance geográ-

fico del conflicto armado, así como el nivel de destrucción gene-

rado y los desplazamientos forzados de población que conlleva” 

(p. 14). 

 

De acuerdo a lo anterior, un conflicto armado debe incorporar diversos facto-

res y elementos para que sea considerado como tal: actores, tiempo, resul-

tados, medios. En primer lugar, se requiere enfrentamientos donde se utilicen 

armas como medios de destrucción de cualquier tipo. En segundo lugar, los 

actores pueden ser de diversa categoría: estatales o no estatales, o paramili-

tares o los mismos civiles. En el aporte de Fisas (2004) comprende un ele-

mento abierto y flexible, al igual que los medios de destrucción. Esto supone 

un acierto porque cada conflicto armado tiende a incorporar los más diferen-

tes actores, así como el uso de múltiples armas y medios, en especial cuan-

do se avanza continuamente en el diseño y producción de nuevas y sofisti-

cadas armas, aunque en muchos casos las armas más rudimentarias pueden 

ser utilizadas como sucedió en el genocidio de Ruanda de 1994.  

 

En tercer lugar, se requiere que los enfrentamientos se extiendan en el tiem-

po, pues al suponer un mínimo de cien muertes por año, infiere que los mis-
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mos deben reproducirse en varios periodos de tiempo. Y, por último, se re-

quiere pérdidas de vidas humanas, aunque como lo expresa Fisas (2004) 

comprende un criterio relativo y sujeto a múltiples factores. Por ejemplo, en 

algunos sectores o instituciones el número de muertes debe ser igual o supe-

rior a mil, y en otros se requiere de 25 muertes al año (Gleditsch, et. al., 

2002). 

 

Verri (1998) en su texto original Dizionario di Diritto Internazionale dei Conflitti 

Armati define el conflicto armado como un concepto multidimensional con 

diferentes aplicaciones que recoge los enfrentamientos entre Estados (gue-

rra, interestatal), entre entidades estatales y no estatales, entre entidades 

estatales y facciones disidentes y entre etnias de un mismo Estado. Y sobre 

el conflicto armado internacional menciona que se trata de “una confronta-

ción armada entre entidades estatales”, aunque incluye los conflictos que 

buscan la liberación nacional contra la dominación colonial. En otras pala-

bras, conflicto armado internacional es una categoría del amplio espectro que 

compone los conflictos armados y que puede ser interestatales o no interes-

tatales. Y, por último, el conflicto armado interno o no internacional -también 

denominado guerra civil-, comprende un enfrentamiento entre fuerzas arma-

das estatales y disidentes o rebeldes, en donde no existe mayor normativi-

dad dentro del Derecho Internacional al considerarse un asunto que compete 

al orden interno de los Estados. 

 

El Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia (TPIY) ha señala-

do que un conflicto armado internacional es aquel en el que "existe conflicto 

armado cuando se recurre a la fuerza armada entre Estados" (TPIY, 1995), la 

cual ha sido una definición ampliamente adoptada por organismos interna-

cionales. Ahora bien, el artículo 2º común a los Convenios de Ginebra indi-

can que este se aplicará “en caso de guerra declarada o de cualquier otro 

conflicto armado que surja entre dos o varias Altas Partes Contratantes, aun-

que una de ellas no haya reconocido el estado de guerra”. Así mismo, que el 
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Convenio en mención será aplicado a “los casos de ocupación total o parcial 

del territorio de una Alta Parte Contratante, aunque tal ocupación no encuen-

tre resistencia militar”. De acuerdo a ello, un conflicto armado internacional 

exige el enfrentamiento de las “Altas Partes Contratantes”, es decir, entre 

Estados, y basta con que alguno recurra a la fuerza armada contra otro Es-

tado o la invasión de otro sin territorio, y sin que medie declaración de gue-

rra. 

 

Respecto de los conflictos armados internos o no internacionales, el Protoco-

lo II adicional a los Convenios de Ginebra del 8 de junio 1977 relativo a la 

protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacio-

nal, describe esta categoría como todo conflicto que se desarrolla al interior 

de un Estado o en su territorio y en donde participan fuerzas armadas estata-

les contra fuerzas armadas organizadas no gubernamentales, o entre estas, 

y que tienen bajo su control una parte del territorio en donde realizan opera-

ciones militares de una forma organizada y sostenida. Desde el Derecho In-

ternacional Humanitario los conflictos armados necesitan cumplir un conjunto 

de criterios entre los que se encuentra la intensidad, la duración y la partici-

pación, aunque no se requiere la participación de grupos armados guberna-

mentales conforme al artículo 1º del Protocolo II adicional a los Convenios de 

Ginebra: “[aquellos que] se desarrollen en el territorio de una Alta Parte con-

tratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos 

armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejer-

zan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar 

operaciones militares sostenidas y concertadas […]”. 

 

Como se observa, un conflicto armado interno o conflicto armado no interna-

cional es aquel en el que confluyen enfrentamientos entre fuerzas armadas 

estatales o no estatales, pero dichos enfrentamientos no pueden ser esporá-

dicos sino sostenidas y concertadas en el tiempo, y por ello añade el pará-

grafo 2º del artículo 1º del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra 
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que no se aplican estas normas a “las tensiones internas y de disturbios inte-

riores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia 

y otros actos análogos, que no son conflictos armados”. En resumen, el De-

recho Internacional Humanitario reconoce dos tipos de conflictos armados 

(internacionales y no internacionales), y frente a cada uno hay normas espe-

cíficas que buscan definir algunos límites a la guerra y la protección de las 

víctimas. Sin embargo, algunos autores encuentran que en el Derecho Inter-

nacional Humanitario no hay precisión conceptual sobre cada uno de los ti-

pos de conflictos armados lo que impide una definición clara del alcance y 

aplicación de sus normas (Vité, 2009; Kreβ y Megrét, 2014).  

 

Por su parte, Nieto (2004) explica que se han introducido otros conceptos 

para los conflictos armados no internacionales como conflicto armado in-

terno. Frente a este concepto, autores como Díaz y Sánchez (2004), Caña-

das, et. al. (2006) y Pizarro (2015) consideran que estos conflictos se carac-

terizan por los enfrentamientos que protagonizan fuerzas militares del Estado 

y fuerzas armadas insurgentes, rebeldes, irregulares o grupos armados al 

margen de la Ley.  

 

Por su parte Vité (2009) refiriéndose al marco normativo del Derecho Inter-

nacional Humanitario explica que los conflictos armados no internacionales 

pueden interpretarse a la luz del artículo 3º común a los Convenios de Gine-

bra y el artículo 1º del Protocolo II adicional a los Convenios. Explica que son 

conflictos armados internacionales aquellos que surgen en los territorios de 

alguna de las Altas Partes contratantes y en el que participan al menos un 

actor o grupo no gubernamental, por lo que se entiende que dentro de los 

grupos participantes puede encontrarse las fuerzas armadas del Estado.  

 

Además de los actores participantes que sirve de criterio para definir la exis-

tencia de un conflicto armado no internacional, se desprende del artículo 3º 

común la intensidad como uno de los indicadores básicos para determinar la 
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configuración de un conflicto armado de este tipo. Sin embargo, dicho criterio 

no resulta claro, y Vité (2009) considera que se debe interpretar un nivel de 

violencia prolongado acudiendo a las interpretaciones del Tribunal Penal In-

ternacional para la antigua Yugoslavia (TPIY). En la Causa IT-04-82 -Fiscal 

vs. Limai- del 10 de julio de 2008 del TPIY, y otros anteriores de este mismo 

Tribunal, se indica que los criterios esenciales para determinar la condición 

de violencia armada prolongada con la intensidad de la violencia y la organi-

zación de las partes, los cuales deben ser evaluados de manera particular en 

cada caso y considerando diversidad de factores en concreto. 

 

Respecto del criterio de intensidad de la violencia se debe revisar la natura-

leza de las hostilidades, su carácter colectivo y la necesidad de que el Esta-

do recurra a sus fuerzas armadas dada la gravedad de los ataques y accio-

nes violentas, y que conducen a hechos como desplazamientos forzados, 

control del territorio y cantidad significativa de víctimas. Estos elementos 

permiten demostrar la intensidad del conflicto y pueden servir de factores de 

evaluación. Y respecto al criterio de organización se debe revisar que los ac-

tores que participan tienen una cierta estructura de mando con autoridades 

que permiten el desarrollo de operaciones que involucra a las diferentes uni-

dades (Vité, 2009).  

 

Con relación a los orígenes de los conflictos armados, los estudios también 

muestran diferentes ramificaciones en donde se localizan las limitaciones y 

las condiciones de pobreza como una de las causas de los conflictos arma-

dos, así como los sistemas políticos represivos en donde se violan los dere-

chos y las garantías fundamentales, la escases o degradación de los recur-

sos, o los enfrentamientos étnicos (Smith, 2000). 

 

Lo que sugieren las apreciaciones anteriores es que los conflictos armados 

como unidad conceptual aún se encuentra en re-definición, y ello se debe, 

particularmente, a la complejidad que revisten los mismos en cuanto a acto-
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res, conexiones, dinámicas, formas de expresión, efectos, entre otros 

(Wallensteen y Sollenberg, 2001), lista que no termina con la aparición de 

otros conflictos en el escenario mundial. Pero lo cierto es que se trata de un 

tema que tiene especial importancia dentro de la reflexión académica y jurí-

dica dados los especiales impactos que produce dentro de las sociedades, 

por un lado, y el aumento del número de conflictos desde y a partir del fin de 

la guerra fría (Rettberg, 2005). 

 

Los conflictos armados traen todo tipo de consecuencias para el Estado, la 

sociedad en general, la población civil, el sector productivo y la economía, y 

para terceros como los Estados que son frontera con estas naciones desde 

una perspectiva práctica. Los efectos no son fáciles cuantificarlos, y van más 

allá de la pérdida de vidas humanas. Existen daños tanto materiales como 

inmateriales que producen desequilibrios políticos, sociales, económicos y 

culturales. Por otro lado, los efectos del conflicto armado no se reducen a los 

provocados durante la vigencia de los conflictos armados, pues pueden ex-

tenderse en el tiempo y sus huellas alcanzan hasta las generaciones futuras. 

Sin embargo, desde una óptica normativa se debe resaltar que es la vulnera-

ción del marco jurídico internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 

Internacional Humanitario lo que lleva a una victimización de la población 

civil, siendo posible que en el contexto de los conflictos armados se garantice 

el respeto de las normas internacionales. 

 

De manera desproporcional, y cuando no se garantizan las normas sobre 

Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, los conflictos 

armados tienden a afectar a la población civil más vulnerable niños, niñas, 

adultos mayores, mujeres y población en condición de pobreza. Sin embar-

go, Murray, et. al. (2002) señala que en términos de efectos de los conflictos 

armados, aún no se cuentan con técnicas ni métodos que permita evaluar 

con precisión los mismos. Aun así, en la literatura se describen todo tipo de 

impactos, y como se ha indicado, determinados grupos poblacionales tienen 



 

16 

mayores niveles de vulnerabilidad y riesgo frente a los efectos. Por ejemplo, 

McKay (1998) señala que en las mujeres y las niñas se reflejan efectos dra-

máticos: 1. Al ser objeto de explotación sexual y violencia de género, y pade-

cer las respectivas consecuencias psicosociales, 2. Ser reclutadas para que 

participen en la guerra. 

 

Por su parte, Sedky (1999) explica que el 90% de las víctimas de los conflic-

tos armados posteriores a la Guerra Fría son civiles y que el 75% de las víc-

timas de desplazamiento forzado son mujeres y niños, y que del total de las 

víctimas de las guerras el 50% corresponden a niños y niñas, además de 

contabilizarse al final del siglo 20 más de 350 mil niños y niñas como actores 

participes de los conflictos armados reclutados como soldados: 

 

“El número de niños victimizados por los conflictos armados ha 

aumentado durante la década de los ochenta. Más de dos millo-

nes de niños muertos, entre cuatro y cinco millones lisiados para 

toda la vida, más de cinco millones de menores desplazados a 

campos de refugiados y 12 millones sin techo” (p. 17). 

 

También la literatura se refiere a la salud como una de las dimensiones en 

que tiene incidencia los conflictos armados. Se trata de una de las principales 

causas de afectación a la salud y la mortalidad a lo largo de la historia de la 

humanidad, no sólo atribuible a las bajas que se presentan como resultado 

de los enfrentamientos. Además, se impacta negativamente en la salud por 

el desplazamiento forzado de las poblaciones, el colapso de los centros de 

atención en salud, se aumentan los riesgos de transmisión de enfermedades, 

y se generan daños psíquicos en las personas que se ven expuestas de ma-

nera directa al conflicto. Aunque este efecto es poco abordado en la literatu-

ra, ya se tiene algunos avances en la explicación de estas relaciones que 

subyacen en el binomio conflicto armado y salud (Murray, et. al., 2002). 
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En este mismo sentido se encuentra el estudio de Li y Wen (2005) quienes 

expresan que el conflicto armado no solo genera mortalidad adulta durante el 

conflicto armado, sino que llega a extenderse en el tiempo con posterioridad 

al conflicto. En su estudio confirman que hay dos tipos de efectos de los con-

flictos armados: uno inmediato y otro prolongado, y que se traduce en la mor-

talidad de la población en edad de trabajar. Así mismo, señalan que los con-

flictos armados no internacionales tienen repercusiones inmediatas más fuer-

tes que los conflictos armados internacionales o interestatales, pero en estos 

últimos son más intensos los efectos prolongados. Destaca además que los 

hombres tienden a sufrir de manera inmediata una mayor mortalidad, pero 

que a largo plazo son las mujeres quienes experimentan un grado más avan-

zado de mortalidad. 

 

En cuanto al alcance de los conflictos armados desde el punto de vista terri-

torial, Raleigh, et. al.  (2010) señalan a partir de su investigación donde se 

incluyen los datos de 50 países inestables por el conflicto armado, que en 

promedio se ve afectado el 15% de los territorios donde se presentan estos 

fenómenos, llegándose a extender al 50%. Evidentemente, la extensión terri-

torial de los conflictos armados implica un menor o mayor grado de impactos 

negativos, pérdidas y costos para los Estados y las sociedades. 

 

Respecto de los costos económicos de los conflictos armados, Álvarez y 

Rettberg (2008) al analizar diferentes estudios encuentra que los conflictos 

armados internos pueden llegar a disminuir de manera progresiva el 2,2% del 

PIB anualmente, y en contextos de conflictos con duraciones iguales o supe-

riores a 15 años el PIB per cápita puede decrecer hasta en un 30%. Así 

mismo, explica que se disminuye la inversión pública social al tener que au-

mentar el presupuesto para la guerra (tiende a aumentar un 2,2% anual del 

PIB), significando una pérdida en áreas como la salud, la educación, el traba-

jo, la vivienda, y otras dimensiones de naturaleza social. Además, se eviden-

cia fuga de capitales que pueden llegar al 20%. 
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1.2. Causas y orígenes del conflicto armado interno colombiano 
 

Si la comprensión de los conflictos armados reflejada en la literatura interna-

cional tiende a ser inconclusa y compleja con múltiples interpretaciones para 

el campo académico y jurídico, el conflicto armado interno colombiano no es 

la excepción. Desde hace varias décadas, un número significativo de investi-

gaciones intentan dar una explicación al fenómeno del conflicto armado en 

Colombia, pero los esfuerzos notables de sistematización del Grupo de Me-

moria Histórica en los últimos años han permitido que se elaboren concep-

ciones más aproximadas y objetivas respeto de este tema. El documento del 

Grupo de Memoria Histórica (2013) señala cuatro periodos en los cuales se 

puede dividir el carácter evolutivo y cambiante del conflicto armado en Co-

lombia: 1. Un primer periodo que va entre 1958 y 1982 donde se marca la 

transición de la violencia bipartidista a la violencia subversiva, y en donde 

proliferan las guerrillas y la movilización social, 2. El segundo periodo que va 

de 1982 a 1996 y en el que hay una proyección política y crecimien-

to/expansión de las guerrillas, y el surgimiento de los grupos paramilitares; 3. 

El tercer periodo se ubica entre 1996 y 2005 donde el conflicto armado tiende 

a recrudecerse por la expansión y ataque tanto de las guerrillas como los 

grupos paramilitares; y 4. Un periodo que va del 2005 al 2012 caracterizado 

por el reacomodo del conflicto armado y en donde la ofensiva militar del Es-

tado alcanzó su grado máximo.  

 

El documento Una lectura múltiple y pluralista de la historia (Pizarro, 2015) 

incluye una variedad de ensayos con aportes de diferentes autores que bus-

can reconocer los orígenes, las causas, los efectos y las principales caracte-

rísticas del conflicto armado colombiano. Los orígenes o las causas del con-

flicto armado en el país no resultan claros. Pizarro (2015) encuentra que las 

múltiples lecturas al fenómeno dan cuenta de diferentes momentos históricos 
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en los que se pudo combinar los factores y elementos que abonaron el te-

rreno al nacimiento del conflicto. De esta manera, hay quienes sostienen que 

deben considerarse momentos remotos y otros que hay momentos específi-

cos de la historia donde se puede reconocer los orígenes. Los defensores de 

la primera perspectiva indican que se debe explorar los sucesos del siglo 19 

en donde se buscaba la construcción del Estado Nación en Colombia y que 

dieron paso a la fragmentación y al bipartidismo en donde conservadores y 

liberales se enfrentaban hasta el uso de la violencia como medio de resolver 

los conflictos. Pizarro (2015) y demás autores defensores de esta postura del 

texto citado explican que los países de América Latina de aquellos tiempos 

generaban discursos de cohesión y unidad nacional, mientras que la socie-

dad política y civil colombiana contribuían a una división ideológica que im-

pedía de sobremanera la construcción de una visión de país compartida. 

 

Así las cosas, estos antecedentes contribuyeron de manera específica en el 

surgimiento de la violencia a mediados del siglo XX. Es precisamente en este 

punto histórico donde se ubican los otros autores que consideran el origen 

del conflicto en los sucesos que se dieron a partir de la segunda mitad del 

siglo pasado y en donde confluyeron otros elementos de naturaleza externa 

como el comunismo o la Guerra Civil en España. Para muchos de los exper-

tos, hay momentos de rupturas y específicos que ordenan las dinámicas del 

conflicto armado (1930, 1946, 1948, 1958 y década de los 80), aunque las 

continuidades entre un periodo y otro del conflicto armado deben ser diferen-

ciados (Pizarro, 2015). 

 

En la segunda mitad del siglo XX se debe considerar el nacimiento y fortale-

cimiento de los grupos guerrilleros en toda América Latina, las cuales no re-

presentan sucesos independientes. Por el contrario, todos estos movimientos 

comparten elementos y particularidades: la revolución Cubana de 1957, la 

Revolución Nicaragüense de 1979 o el Movimiento Obrero y estudiantil 7 de 

Enero -MOEC- de 1965 en Colombia, entre otros, son movimientos que 
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compartían la visión comunista y que buscaba imponer dicho sistema. Este 

último movimiento en Colombia es el primer intento insurgente y que abrió 

paso a otros grupos -FUAR, FUL-FAL, EPL y ELN- que se caracterizaron, 

principalmente, por ser urbanos y ser liderados por estudiantes (Pizarro, 

2015, p. 23). Dentro de este cumulo de movimientos, la única excepción son 

las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -FARC-, la cual tuvo es-

pecial auge en los años inmediatos y que se caracterizó por ser eminente-

mente rural.  

 

La violencia en Colombia encuentra su nacimiento en la lucha enmarcada en 

el bipartidismo, la cual se profundiza con el asesinato de Jorge Eliecer Gaitán 

Ayala en 1948. Este corresponde a otro suceso que rompe con el proceso 

histórico del país y que tiene incidencia en la solidificación del posterior con-

flicto armado: “El 9 de abril de 1948 está considerado por historiadores, ana-

listas sociales y políticos como un momento definitorio del rumbo del país; 

una ruptura radical del orden político, cultural y social en el marco del capita-

lismo histórico en plena fase de industrialización y urbanización” (Sánchez, 

2008, p. 15). 

 

Por otro lado, el Frente Nacional que se dio en el periodo comprendido entre 

1958 y 1974 genera diferentes interpretaciones entre los expertos. Para al-

gunos, corresponde a un hecho que contribuye a la disminución de la violen-

cia que se había experimentado con anterioridad, y otros sostienen que se 

trata de un factor que incide de manera negativa en el país por corresponder 

a un pacto que poco contribuye a la construcción democrática, potencia la 

exclusión y favorece a determinados grupos y a sus intereses particulares 

(Vega, 2015; De Zubiría, 2015; Pizarro, 2015). De allí se explica que tomen 

fuerza y se aumente el número de enfrentamientos que incluyen a las FARC, 

al ELN y al EPL a finales de la década de los 70. 
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En los años 80, la falsa estabilidad y los indicadores positivos en materia de 

desempeño democrático se desdibujan. Pizarro (2015) se plantea diversos 

interrogantes sobre esta transición, pues resulta paradójico que el rumbo 

cambiara de forma drástica. El autor lo expresa de la siguiente manera: 

 

“Sin duda, no es posible equiparar el período del Frente Nacional 

y, en general, los años setenta con lo que habría de ocurrir más 

adelante, en las tres décadas siguientes. ¿Qué pasó entonces? 

¿Por qué si Colombia parecía enrumbarse hacia una sociedad 

más democrática y pluralista terminó de nuevo envuelta en un ci-

clo de violencia que, bajo muchos aspectos, incluso superó los 

peores años del período de la Violencia? ¿Por qué en América 

Latina se terminaron los conflictos armados y en Colombia ha-

brían de perdurar hasta hoy? ¿Por qué fuimos la única excep-

ción?”.  (p. 33) 

 

Al parecer, el Frente Nacional trajo consigo muchas expectativas y se conso-

lidaba un discurso colectivo que facilitaba la construcción de la visión de país 

bajo unos mismos ideales, pero los resultados en términos de políticas públi-

cas para dar respuesta a problemas sociales específicos no fueron suficien-

tes para satisfacer a la población, por ejemplo, el tema de agrario y de tierras 

o el laboral. Por otro lado, aumento el clientelismo y la corrupción, provocan-

do desdén y abstencionismo entre el electorado. 

 

Sumado a la inconformidad de la sociedad colombiana, se traslada a Colom-

bia la política extranjera para confrontar el comunismo, y se observa en la 

década de los 70 una mayor fuerza de los movimientos guerrilleros. Y a este 

fenómeno se adiciona el fortalecimiento de los carteles de la droga en Co-

lombia y la reactivación de los grupos paramilitares y autodefensas (Pizarro, 

2015). El conflicto armado en Colombia de los años 80 y 90 del siglo pasado 

es una mezcla de un gran número de factores y situaciones: grupos guerrille-
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ros, insatisfacciones históricas, políticas externas, incapacidad de respuesta 

del Estado, fortalecimiento de grupos paramilitares y el narcotráfico. Todos 

estos abonan al complejo problema de la violencia en el país con diversidad 

de relaciones y dinámicas, rupturas y continuidades:  

 

“En la década de los ochenta muchas de las tendencias positivas 

que se observaban en los años anteriores comenzaron a revertir-

se y la violencia volvió a asomar su terrible rostro. En efecto, […] 

se puede constatar cómo la tasa de homicidios comienza a crecer 

y a crecer en estos años hasta hacer de Colombia el país más 

violento de América Latina y uno de los más violentos del mundo 

a finales del siglo XX. No obstante, las tasas de homicidio no es el 

único indicador del aumento exponencial de la violencia. Se evi-

dencia un notable aumento de miembros de las organizaciones 

armadas, tanto legales como ilegales, muertos en combate, así 

como de la población civil víctima del fuego cruzado, a partir de 

los años ochenta y, sobre todo, durante los años noventa del siglo 

pasado”. (Pizarro, 2015, p. 40) 

 

Para autores como Giraldo (2015) y Pizarro (2015), el conflicto armado en 

Colombia cuenta con variadas características, lo cual no resulta absurdo 

considerando el desarrollo histórico-social y político plasmado en las anterio-

res páginas. Se pueden sintetizar estas particularidades del conflicto armado 

en Colombia así: 1. De larga trayectoria que termina con mayores niveles de 

enfrentamientos, repercusiones y crecimiento de los grupos armados al mar-

gen de la Ley en los años 80 y 90 (Echandía, 2006; Pizarro, 2015), 2. Com-

plejo donde confluyen múltiples actores directos e indirectos al conflicto ar-

mado, v.g. guerrillas, fuerzas del Estado y paramilitares por un lado, y grupos 

criminales y grupos de narcotráfico por otro, que no son actores del conflicto 

pero cuyas acciones son factores que han incidido a través de las relaciones 

creadas entre estos y grupos armados del conflicto, 3. Discontinuo porque se 
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han presentado momentos de debilitamiento y fortalecimiento de los actores, 

4. Diferencias entre regiones, algunos territorios han sido impactados en ma-

yor proporción, en especial, los que tienen un valor estratégico para los gru-

pos, y 5. Graves repercusiones e impactos sobre la población civil. 

 

El conflicto armado en Colombia ha dejado como resultado 716 acciones bé-

licas con un saldo de 1.344 víctimas entre 1988 y 2012, 218.094 personas 

asesinadas entre 1958 y 2012, 27.023 personas secuestradas entre 1970 y 

2010, 5.138 ataques a bienes civiles entre 1988 y 2012, 95 casos de ataques 

terroristas con 1.566 víctimas entre 1988 y 2012, 19.982 casos de masacres 

con cerca de 12 mil víctimas entre 1985 y 2012, 25.000 personas desapare-

cidas entre 1985 y 2012, 1.754 víctimas de violencia sexual entre 1985 y 

2012, 5’712.506 personas en condición de desplazamiento entre 1985 y 

2012, 10.189 víctimas de minas antipersona entre 1988 y 2012, y 5.156 víc-

timas de reclutamiento forzado entre 1988 y 2012 (Centro Nacional de Me-

moria Histórica, 2013). 

 

1.3. Víctimas del conflicto armado y estándares internacionales 

 

En el contexto colombiano, y desde la Ley 418 de 1997 (Congreso de la Re-

pública, 1997, 26 de diciembre) se entiende por víctima toda persona civil 

que sufre “perjuicios en su vida, grave deterioro en su integridad personal y/o 

bienes, por razón de actos que se susciten en el marco del conflicto armado 

interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres, 

entre otras”. El elemento más significativo dentro de esta definición es el per-

juicio o el daño sufrido con ocasión del conflicto armado, y entre los que se 

encuentran, por ejemplo, acciones terroristas, ataques, enfrentamientos, ma-

sacres, entre otros. También se destaca que el daño debe ser grave, pero 

ello puede producir controversias dada la ambigüedad del criterio. Y otro 

punto fundamental, es la limitación de víctimas tan sólo a la población civil 

quedando por fuera otro tipo de actores. 
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En el artículo 5º de la Ley 975 de 2005 (Congreso de la República, 2005, 25 

de julio) la víctima es interpretada como toda persona que de forma individual 

o colectivamente ha sufrido daños directos, y dentro de las cuales se en-

cuentran las lesiones personales (transitorias o permanentes) que ocasionen 

alguna discapacidad, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo 

de derechos fundamentales. En otros términos, el daño fuente de la calidad 

de víctima se encuentra en las lesiones personales que conlleven a cuatro 

perjuicios específicos: discapacidad, sufrimiento emocional, pérdida econó-

mica y vulneración de derechos fundamentales. Así mismo, la norma explica 

que los daños deber tener su origen en acciones de grupos organizados al 

margen de la Ley que impliquen una transgresión al ordenamiento jurídico 

penal.  

 

Ahora bien, el último parágrafo del artículo 5º de esta norma se indica que 

también es víctima los miembros de la fuerza pública que han sufrido lesio-

nes transitorias o permanentes que conlleven a discapacidad o menoscabo 

de derechos fundamentales. A diferencia de las víctimas civiles, se excluye la 

pérdida patrimonial y el sufrimiento emocional producido por las lesiones 

transitorias o permanentes. De igual manera, se indica que los daños deben 

ser producto de las acciones de los miembros de grupos armados al margen 

de la Ley. 

 

Ahora bien, el Decreto 1290 de 2008 (Gobierno Nacional, 2008, 22 de abril) 

adopta la definición de víctima de la Ley 418 de 1997 y modificada por múlti-

ples normas incluyendo la descrita en el el artículo 5º de la Ley 975 de 2005. 

Por su parte, la Ley 1448 de 2011 (Congreso de la República, 2011, 10 de 

junio) indica en su artículo 3º:  

 

“Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas 

personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño 
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por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como 

consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humani-

tario o de violaciones graves y manifiestas a las normas interna-

cionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del con-

flicto armado interno”. 

 

Este adelanto en el terreno legislativo conduce a nuevas interpretaciones. 

Primero, no se limita el concepto víctima a la población civil en comparación 

con la definición de la Ley 418 de 1997. Segundo, se entiende que hay vícti-

mas individuales y colectivas, lo cual puede ayudar en la dirección que tomen 

las políticas relacionadas con la satisfacción de sus derechos. Tercero, se 

limita en el tiempo el concepto al incluir a aquellas personas que sufrieron 

daños en el periodo del 1º de enero de 1985 en adelante. Cuarto, el daño 

debe ser grave y fundamentado en las violaciones al DIH y a los DDHH. Y 

quinto, la ocurrencia de los hechos debe tener origen o estar enmarcadas en 

el conflicto armado interno, y esto conduce al reconocimiento de determina-

dos actores como insurgentes. 

 

Ahora bien, el artículo 3º de la Ley 418 de 1997 va más allá expresando que 

se entiende también por víctima “el cónyuge, compañero o compañera per-

manente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguini-

dad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 

muerte o estuviere desaparecida”. Por tanto, hay una perspectiva extensiva 

de las víctimas al incorporar otras que no sufrieron de manera directa la le-

sión sobre el bien jurídico tutelable, en este caso, la vida y la libertad perso-

nal. Y esto se reafirma cuando la norma señala que en caso de existir estos 

familiares, serán víctimas “los que se encuentren en el segundo grado de 

consanguinidad ascendente” o cuando menciona que son víctimas además 

las personas que sufrieron daños por prestar ayuda.  
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Pero la amplitud del concepto de víctima se limita en el parágrafo 1º y 2º del 

artículo 3º objeto de análisis. En el primero, se reconoce que los miembros 

de la Fuerza Pública pueden ser consideradas víctimas del conflicto armado, 

y por tanto, ser beneficiarios de medidas de satisfacción y no repetición, pero 

en materia de reparación económica solo tienen derecho a lo que se dispone 

dentro del régimen especial que se le aplica. Y en el segundo, se excluyen 

del concepto de víctimas los miembros de los grupos armados al margen de 

la Ley, excepto los menores de edad reclutados y desvinculados estando aún 

bajo esta condición. 

 

Y por su parte, las Naciones Unidas (2005) describen el concepto de víctima 

como: 

 

“Toda persona que haya sufrido daños individual o colectivamen-

te, incluidas lesiones físicas y mentales, sufrimiento emocional, 

pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones 

que constituyan una violación manifiesta a las normas interna-

cionales de DDHH o de una violación grave del DIH [….] también 

comprenderá a la familia inmediata o a las personas a cargo de 

la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al in-

tervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o para im-

pedir la victimización”. (Naciones Unidas, 2005) 

 

Se puede advertir de varios elementos que aquí se señalan han sido incorpo-

rados dentro de la definición de la Ley 1448 de 2011. Para las Naciones Uni-

das, y por tanto desde la perspectiva del Derecho internacional, una víctima 

es aquella persona ha sufrido daños tanto individual como colectivamente, y 

dichos daños se extienden a la dimensión física y moral, así como las pérdi-

das económicas, e incluso la afectación de la más variadas categorías de 

derechos. Por otro lado, los daños deben ser una muestra de violaciones 
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manifiestas a las normas del DIH y los DDHH. Y del mismo modo, mantiene 

una perspectiva extensiva del concepto al incluir familia inmediata, personas 

a cargo o terceros que intervinieron para apoyar, ayudar o salvaguardar a la 

víctima directa.  

 

Por su parte, Pfanner (2009) indica que por víctima “se puede entender todas 

las personas que el derecho humanitario procura proteger en caso de conflic-

to armado internacional o no internacional” y añade que “cualquiera puede 

resultar herido física o mentalmente, ser privado de sus derechos fundamen-

tales, sufrir emocionalmente o perder sus bienes” (p. 107), pero advierte que 

desde la perspectiva del Derecho Internacional Humanitario no sería víctima 

la persona que sufre un daño de un acto lítico o permitido desde este marco 

jurídico internacional:  

 

El derecho internacional define la noción de víctima de manera 

más restrictiva, y ese término no se aplica sino a las personas 

que sufren las consecuencias de un acto ilícito en el derecho in-

ternacional […] supone, por ejemplo, que una persona que resul-

ta muerta en circunstancias en que se ha respetado el principio 

de proporcionalidad (los famosos “daños colaterales”) no sería 

una víctima. (p. 108). 

 

Entonces, no son víctimas aquellos que sufrieron daños producto de accio-

nes donde no se viola de manera grave el DIH o donde no se hacen mani-

fiestas violaciones a los Derechos Humanos. Sobre esto, Stewart (2003) crí-

tica la forma en que las diferentes categorías de conflicto armado (interna-

cionales y no internacionales) puede llevar a la aplicación o no de las normas 

que integran el Derecho Internacional Humanitario. Para el autor, la distinción 

en términos de aplicación del DIH considerando la categoría de conflicto, re-

sulta arbitraria y difícil de justificar, además de limitar el verdadero propósito 

del Derecho Humanitario y la conceptualización del término víctima. 
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Pero más allá de disposiciones legales que tienden a la definición del con-

cepto víctima, se debe entender la víctima desde una postura más sensible y 

humana, pues la víctima envuelve “un valor ontológico y gnoseológico” 

(Llano, 2003, p. 18), es decir, no se trata de un individuo sujeto a determina-

dos criterios sino una realidad propia e interdependiente multidimensional en 

el que se consignan esfuerzos, experiencias, dolores y luchas, y en la medi-

da que se niegue ello, no se puede lograr avances en los procesos de trans-

formación.  

 

Ahora bien, la definición de víctima no distingue entre la definición operativa 

de víctima de la Ley de víctimas, es decir, la definición del artículo 3º de la 

Ley 1448 de 2011 no excluye a quienes no se encuentran dentro de la cali-

dad de víctimas, sino que restringe el acceso al programa de reparación. El 

artículo 3º en mención expresa: 

 

“Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas 

personas que individual o colectivamente hayan sufrido un da-

ño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como 

consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humani-

tario o de violaciones graves y manifiestas a las normas interna-

cionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del con-

flicto armado interno. 

También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera 

permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado 

de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a 

esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta 

de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de 

consanguinidad ascendente. 
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De la misma forma, se consideran víctimas las personas que ha-

yan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peli-

gro o para prevenir la victimización. 

La condición de víctima se adquiere con independencia de que 

se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la 

conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre 

el autor y la víctima”. 

 

De acuerdo a lo anterior, las víctimas reconocidas en el marco de la Ley 

1448, pueden ser individuales o colectivas, y para obtener tal calidad, deben 

haber sufrido un daño con ocasión de graves violaciones a los DDDHH y al 

DIH, y con ocasión del conflicto armado interno. Así mismo, la calidad de víc-

tima se extiende a los familiares en diferentes grados de consanguinidad y al 

cónyuge o compañero permanente, sólo cuando la víctima directa ha muerto 

o se encuentra desaparecida. Y por último, se reconoce a aquellas personas 

que han sufrido un daño como resultado de asistir a la víctima o a fin de evi-

tar el hecho victimizante. 

 

Un conjunto de parágrafos que integran el artículo 3º muestran algunas res-

tricciones. Por ejemplo, el parágrafo 1º hace relación a los miembros de la 

fuerza pública, quienes pueden adquirir la calidad de víctima y recibir medi-

das de satisfacción y garantías, pero cuya reparación económica se adelan-

tará conforme al régimen especial que le sea aplicable. Así mismo, el pará-

grafo 2º indica que no serán considerados víctimas, los miembros de los gru-

pos armados organizados al margen de la ley, excepto los menores de edad 

desvinculados a dicho grupo. El parágrafo 3º excluye a aquellas personas 

que han sufrido daños como consecuencia de la actuación de la delincuencia 

común y el parágrafo 4º limita en su reparación a las víctimas por hechos 

ocurridos antes del 1º de enero de 1985. 
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Se debe resaltar las consideraciones de la Corte Constitucional en su sen-

tencia C-253A de 2012 en donde se explica que la Ley 1448 no define ni 

modifica el concepto de víctima, sino que identifica en el universo de víctimas 

aquellas que son destinatarias de las medidas especiales de protección que 

se han adoptado para estas. En otros términos, se trata de una definición 

operativa en la medida que la expresión “se consideran víctimas para los 

efectos de esta ley […]” no restringe el reconocimiento de víctimas diferentes 

a aquellas a las que tienen por destino las medidas de la Ley de víctimas. 

Esto es significativo para efectos de definir que todas las víctimas del conflic-

to armado, incluso, en general todas las víctimas de violaciones a DDHH tie-

nen derecho a la verdad, justicia y reparación, pero acceden a ellos por dis-

tintas vías: algunas por la vía administrativa y otras por la vía judicial. 

 

Pese a las dificultades conceptuales en torno al término víctima, el marco 

normativo internacional y nacional es amplio en el reconocimiento de dere-

chos y garantías, incluyéndose en este grupo cuatro categorías amplias, ca-

da una integrada por múltiples elementos y componentes. Al respecto, Gar-

cía (2003) hace un análisis de todo este conjunto de derechos: verdad, justi-

cia, reparación y no repetición.  

 

El derecho a la verdad tiene su origen en 1997 con un informe presentado 

por Luis Joinet ante la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas. En este informe se identificaron un conjunto de principios para la 

promoción y protección de los Derechos Humanos, entre estos, el derecho a 

la verdad, el deber a recordar y el derecho a saber de las víctimas (principios 

2, 3 y 4, respectivamente). Con esta base, el derecho a la verdad se interpre-

tó en dos dimensiones: individual y colectivo. Desde la primera dimensión, el 

derecho a la verdad se encuentra integrado por: 1. Conocer las circunstan-

cias de los hechos, 2. Conocer el paradero de las víctimas de desaparición o 

fallecimiento, y 3. Acceder a la información judicial de los procesos adelanta-

dos. Desde la dimensión colectiva, el derecho a la verdad se traduce en que 
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la sociedad pueda conocer los acontecimientos, las circunstancias y los res-

ponsables de los hechos con el objetivo de establecer una historia común y 

evitar la no repetición de estos hechos.  

 

El derecho a la justicia de las víctimas consiste en impulsar los procesos ju-

diciales con el propósito de sancionar a los responsables de las atrocidades. 

Corresponde a un mecanismo de garantía para las víctimas para el respeto 

de otros derechos como el de la verdad y la reparación. El derecho a la justi-

cia se concreta en diversas garantías y acciones:  

 

1. Adelantar con diligencia las investigaciones. 

2. El desarrollo de un juicio que sancione de manera adecuada las viola-

ciones a los DDHH. 

3. Iniciar y participar en los procesos judiciales. 

4. Protección de las víctimas. 

5. Medidas que garanticen la jurisdicción universal. 

6. Acciones para garantizar la imprescriptibilidad de los crímenes y la re-

paración. 

7. No aplicación de amnistías a los crímenes. 

8. No aplicar el principio non bis in ídem para reabrir investigaciones con 

decisiones absolutorias. 

9. No extradición por delitos políticos que no incluyen graves violaciones 

a los DDHH y el DIH. 

10. Obediencia debida no exonera al superior. 

11. Fuero penal militar no aplica en los crímenes que vulneran los DDHH. 

 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos permite 

señalar que el derecho a la justicia de las víctimas no se agota en los ele-

mentos ya enunciados, sino que su alcance tiende a ampliarse con la fijación 

de lineamientos adicionales. Por ejemplo, en el caso Comerciantes vs. Co-

lombia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2004, 5 de julio) se-
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ñalo que el derecho a la justicia y su acceso implica que las investigaciones y 

las sanciones a nivel interno se realicen en un tiempo razonable. Así mismo, 

en el caso Las Palmeras vs. Colombia, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (2001, 6 de diciembre) indicó que los familiares de las víctimas fa-

llecidas, tienen derecho a las investigaciones pertinentes y oportunas, a la 

imposición de las sanciones respectivas y a la reparación de los daños y per-

juicios. También en el caso Masacre de Mapiripán vs. Colombia, la Corte In-

teramericana de Derechos Humanos (2005, 15 de septiembre) señaló en su 

sentencia que las víctimas tienen derecho a participar y ser escuchadas en 

su búsqueda de la verdad, pero que dicha verdad sólo le corresponde al Es-

tado, “y no depende de la iniciativa procesal de la víctima, o de sus familiares 

o de su aportación de elementos probatorios”. 

 

Respecto del derecho a la reparación, este debe interpretarse como el resar-

cimiento de los perjuicios y el restablecimiento a la situación anterior de la 

víctima al momento anterior de los hechos, así como el mejoramiento de las 

condiciones de vida y las posibles modificaciones que impidan la repetición 

de las acciones criminales (García, 2003).  

 

De acuerdo a lo anterior, la reparación implica que los perjuicios sean resar-

cidos; en la medida de lo posible, que se restablezca la situación de la vícti-

ma antes de la ocurrencia de los hechos, se mejoren las condiciones en las 

que se encuentran por el daño causado, y las garantías que mitiguen el po-

tencial de nuevos crímenes. De esta forma, se entiende que la reparación es 

integral: restituciones, indemnizaciones, acciones de rehabilitación, medidas 

de satisfacción y garantías de no repetición. Ahora bien, estos factores de 

reparación corresponden a una dimensión individual, pues se entiende que 

las graves violaciones a los DDHH y el DIH tienen un impacto sobre la per-

sona.  
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Pero también hay una dimensión colectiva de la reparación como ya se ha 

señalado, toda vez que el impacto también puede producir consecuencias 

generalizadas sobre grupos humanos que son interpretados como una sola 

víctima, por ejemplo, organizaciones sociales o políticas, grupos que compar-

ten vínculos o comunidades. El objetivo de la reparación colectiva es el reco-

nocimiento y la dignificación de aquellos grupos que han sufrido daños colec-

tivos mediante “la recuperación psicosocial, la inclusión ciudadana, la recons-

trucción del tejido social, la devolución de la confianza en el Estado, así co-

mo la recuperación y el fortalecimiento del Estado Social de Derecho” (Uni-

dad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014, p. 16). En 

ese sentido, el daño colectivo se puede interpretar como afectaciones de los 

grupos en sus dimensiones social, comunitario o cultural. 
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2. CAPÍTULO II 

LAS VÍCTIMAS MILITARES DE LOS CONFLICTOS ARMADOS: CON-
CEPCIONES Y DERECHOS DESDE LA NORMATIVIDAD, LA JURISPRU-

DENCIA Y LA DOCTRINA 
 

 

2.1. Las víctimas militares de los conflictos armados: nociones con-
ceptuales y enfoques 

 

Antes de entrar en el tema particular de los militares como víctimas de los 

conflictos armados, resulta perentorio una diferenciación conceptual entre 

combatientes y civiles, y su marco de protección en los conflictos armados 

que se desprenden del principio de distinción del Derecho Internacional. El 

Derecho Internacional Humanitario tiene su origen en la misma realidad de la 

guerra como manifestación propia de las relaciones humanas y su persisten-

cia en la historia, y de la necesidad de establecer límites en los conflictos ar-

mados mediante un conjunto de reglas mínimas que permitan mitigar los 

efectos de este fenómeno, proteger a los no combatientes y limitar la libertad 

de las partes a escoger los métodos y medios utilizados en la guerra. Indica 

Henckaerts y Doswald (2007): 

 

“El derecho de la guerra nació de los enfrentamientos entre fuer-

zas armadas en el campo de batalla. Hasta mediados del siglo 

XIX, la naturaleza de esas normas fue consuetudinaria y se re-

conocían porque habían existido desde tiempos inmemoriales y 

porque respondían a las exigencias de civilización. Todas las ci-
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vilizaciones han establecido normas para minimizar la violencia, 

incluso la forma institucionalizada de violencia que llamamos 

guerra, puesto que limitar la violencia es la esencia misma de la 

civilización” (p. XI). 

 

El Derecho Internacional Humanitario tiene su origen a mediados del siglo 

XIX como derecho consuetudinario que hace alusión a las reglas comunes 

para el tratamiento de los combatientes, y en su evolución al derecho con-

vencional, hacia la construcción de normas tendientes a la protección de la 

población civil (Henckaerts, 2005). Desde la celebración de los Convenios de 

Ginebra en 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977, se ha brindado una 

mayor protección a las personas que no participan en las hostilidades o que 

han dejado de participar en las mismas como los heridos o los náufragos, 

aunque la falta de voluntad política, su desconocimiento y la escasez de ins-

trumentos o mecanismos para hacer exigibles dichas reglas ha conllevado 

graves violaciones del Derecho Internacional Humanitario (Henckaerts, 

2005). 

 

En la primera mitad del siglo XX se empieza distinguir tres tipos de derechos 

respecto de la guerra: inicialmente, el derecho a la guerra (ius ad bellum) y el 

derecho de la guerra (ius in bello). El primero se dirige a la configuración de 

reglas que permiten a un Estado dar inicio a la guerra y el segundo se rela-

ciona con las reglas aplicables en el desarrollo efectivo de la guerra (Robert, 

1997). Un tercer tipo de derecho en este ámbito es el derecho después de la 

guerra o ius post bellum, el cual se limita a las reglas y normas hacia la paci-

ficación, ocupación militar, reconciliación y justicia transicional (Valencia, 

2007). Resulta oportuno traer a la discusión esta variante considerando el 

contexto de esta investigación marcado por el conflicto armado interno co-

lombiano y el tránsito que implica el postacuerdo tras la firma del Acuerdo de 
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Paz entre Gobierno y Farc-Ep2. En efecto, el just post bellum aunque se en-

cuentra en formación y surge particularmente de los tratados y la jurispru-

dencia de las cortes internacionales, permite considerar un conjunto de ele-

mentos particulares que al ser tratados conlleven la erradicación de las cau-

sas de los conflictos, el juzgamiento especial de los delitos y crímenes que 

se han perpetrado, el respeto y protección de las víctimas y la prevalencia de 

la justicia (Parra, 2015). 

 

Ahora bien, el Derecho Internacional Humanitario encuentra forma y sustento 

en el ius in bello o derecho de la guerra, y en este marco de reglas hay un 

conjunto de principios, algunos implícitos y otros explícitos que dan forma a 

la comprensión e interpretación de este cuerpo normativo. Dentro de estos 

últimos resaltan el principio de limitación y el principio de distinción, los cua-

les dan origen a otros principios como el de neutralidad, normalidad, no dis-

criminación, inviolabilidad y protección (Valencia, 2007). El principio de dis-

tinción se recoge en el artículo 48 del Protocolo I adicional a los Convenios 

de Ginebra relativos a los conflictos armados internacionales: 

 

“A fin de garantizar el respeto y la protección de la población civil 

y de los bienes de carácter civil, las Partes en conflicto harán 

distinción en todo momento entre población civil y combatientes, 

y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en conse-

cuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos 

militares”. 

 

De acuerdo a lo anterior, las partes que intervienen en un conflicto sea este 

internacional o no internacional deben distinguir a la población civil y sus bie-

                                                
2 Entre los años 2012 y 2016 el Gobierno de Colombia y las FARC-EP adelantaron conver-
saciones con el objetivo de terminar el conflicto armado. Para septiembre de 2016 se suscri-
bió en Cartagena el Acuerdo de Paz de La Habana conformado por seis puntos centrales: 
reforma rural integral, participación política, fin del conflicto, solución al problema de las dro-
gas ilícitas, víctimas y refrendación/seguimiento al cumplimiento de los acuerdos. 
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nes de los combatientes y los objetivos militares a fin de que las operaciones 

se realicen sobre estos últimos. En consecuencia, el principio de distinción se 

divide en personas y objetos: el primero en función de proteger no comba-

tientes y el segundo en procura de proteger bienes civiles, y su finalidad es 

que el desarrollo de las hostilidades se salvaguarde a los no combatientes 

por el objetivo militar es el debilitamiento de las fuerzas armadas enemigas 

(Valencia, 2007; Ramelli, 2011). Ahora bien, en el Protocolo II adicional a los 

Convenios de Ginebra relativos a los conflictos armados no internacionales el 

principio de distinción se observa en el artículo 4º: 

 

“Todas las personas que no participen directamente en las hosti-

lidades, o que hayan dejado de participar en ellas, estén o no 

privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su perso-

na, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. Serán 

tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna dis-

tinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que 

no haya supervivientes”. 

 

De esta manera, todas las personas que no participan de manera directa en 

los enfrentamientos y hostilidades, o bien hayan dejado de participar en las 

mismas, se consideran no combatientes, incluyendo los que se encuentran 

privados de la libertad, y por tanto, son sujetos de derechos y garantías con-

forme al Derecho Internacional Humanitario, y entre las cuales se encuentran 

el respeto  a su persona, a la honra, a sus convicciones y prácticas religio-

sas, y deja de manera amplia otro catálogo de derechos al señalar que de-

ben ser tratadas con humanidad y sin distinción desfavorable.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional (1995, 18 de mayo) a través de la sen-

tencia C-225 declaró la constitucionalidad del Protocolo II adicional indicando 

que el principio de distinción permite que los civiles no sean objeto de ata-

ques y hostilidades puesto que el objetivo de las partes involucradas en el 
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conflicto es el debilitamiento militar del enemigo, y por tanto, no puede ser 

objeto de acción bélica ni la sociedad civil que no participa en el conflicto o 

quienes han participado pero ya no lo hacen porque resultaría ilegitimo: 

 

“[…] si la guerra busca debilitar militarmente al enemigo, no tiene 

por qué afectar a quienes no combaten, ya sea porque nunca 

han empuñado las armas (población civil), ya sea porque han 

dejado de combatir (enemigos desarmados), puesto que ellos no 

constituyen potencial militar. Por ello, el derecho de los conflictos 

armados considera que los ataques militares contra esas pobla-

ciones son ilegítimos, tal y como lo señala el artículo 48 del pro-

tocolo I”. (Corte Constitucional, 1995, 18 de mayo. Sentencia C-

225) 

 

Ahora bien, en esta misma sentencia la Corte Constitucional a la luz de estas 

normas internacionales reconoce como combatientes los que “participan di-

rectamente en la hostilidades, por ser miembros operativos de las fuerzas 

armadas o de un organismo armado incorporado a estas fuerzas armadas”, 

es decir, pueden ser combatientes civiles que han sido incorporados a estos 

actores armados y participan de las hostilidades: “[…] las personas civiles 

sólo pierden esta calidad, y pueden ser entonces objetivo militar, únicamente 

si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participa-

ción". 

 

El principio de distinción conlleva a un conjunto de obligaciones internaciona-

les, y entre las cuales se encuentran: 1. Proteger a la población civil de los 

peligros como resultado de las operaciones militares, 2. No incurrir en actos 

prohibidos de amenaza o violencia que tenga como fin aterrorizar a los no 

combatientes, 3. No involucrar al conflicto a la población civil por las razones 

ya expuestas, 4. Salvaguardar los bienes requeridos para la supervivencia, 5. 

Prohibición de agresión o uso militar de bienes culturales o lugares de culto, 
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6. Prohibición de atentar contra obras o instalaciones que tienen fuerzas pe-

ligrosas, 7.Prohibición de producir desplazamientos forzados sobre la pobla-

ción civil, a menos que se exija por seguridad o razones imperiosas de índole 

militar, y 8. En caso de desplazamiento asegurar condiciones de alojamiento, 

salubridad, seguridad, higiene y alimentación. 

 

Ahora bien, el artículo 4.2 del Protocolo II adicional a los Convenios de Gine-

bra indica que todas las personas que no participan de manera directa en las 

hostilidades o que han dejado de participar en ellas, privados o no de la liber-

tad, conlleva a un conjunto de prohibiciones para las partes que se enfrentan: 

1. Atentados contra la vida, la salud y la integridad físico-mental, 2. Actos de 

homicidio, tortura, trato cruel y mutilaciones, 3. Castigos colectivos, 4. Toma 

de rehenes, 5. Actos de terrorismo, 6. Atentados contra la dignidad personal, 

violación, prostitución forzada y otras que atenten contra el pudor, 7. Esclavi-

tud y trata de esclavos, 8. Pillaje, y 9. Amenazas de los anteriores actos. 

Frente a los niños, dispone el artículo 4.3 que a estos se les debe proporcio-

nar cuidados y ayudas de necesitarlo, y en particular, educación, posibilida-

des de reunión con sus familias, garantías para el no reclutamiento y garan-

tías de traslado a zonas seguras.  

 

De manera global, los combatientes en el marco de los conflictos internacio-

nales o no internacionales se encuentran protegidos por el Derecho Interna-

cional Humanitario en el sentido descrito de los Convenios de Ginebra y los 

Protocolos adicionales de 1977. La naturaleza de las actividades ejercidas 

por los militares no implica una negación de su calidad humana ni de su dig-

nidad, y hoy más que nunca se exige desde diversos sectores que se trans-

forme la visión que se tiene de los combatientes para una adecuada protec-

ción de los mismos desde el marco normativo internacional y local. La evolu-

ción del Derecho Internacional Humanitario se ha centrado en la protección 

de los civiles más que en los combatientes, pero dados los efectos de los 

conflictos armados sobre estos últimos, una parte importante de la literatura 
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empieza a cuestionarse por la necesidad de ampliar los derechos y garantías 

de los miembros de las fuerzas militares dada la aplicación ineludible de los 

tratados internacionales sobre todas las personas, lo que incluye a los milita-

res (Fernández, 1989). Pero del mismo modo, el quiebre de los derechos 

fundamentales cobijados en la actividad profesional del soldado es fuente de 

reproche y sanción mediante un procedimiento penal diferencial (Aponte, 

2006; Jakobs, 1994). En tiempos de conflicto armado, la solicitud de protec-

ción de los soldados o sanción de los mismos se potencia, y por ello en con-

textos de enfrentamientos militares, los miembros de la Fuerzas Militares pa-

san a ser un tema de importancia para el campo político-jurídico. 

 

El Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1977 describe la no-

ción de conflicto armado no internacional como ya se ha señalado con ante-

rioridad. A partir de la lectura de los artículos 1º y 3º se infiere que las hostili-

dades producto del enfrentamiento deben ser de tal nivel que se requiere la 

actuación de las Fuerzas Militares de los Estado: “como es el caso colom-

biano dado el enfrentamiento entre la fuerza pública y la guerrilla, los comba-

tes auspiciados por esta son de una magnitud tan grande que exige la utili-

zación del Ejército, Armada Nacional y Fuerza Aérea” (Charry y Cayedo, 

2015). Este hecho lógico y notorio lleva a inferir que los militares se encuen-

tran en un riesgo máximo de afectación en su seguridad y libertad personal.  

 

Tal realidad ha implicado que en el marco del Derecho Internacional se ha-

yan venido elaborando desde el siglo XIX -y a lo largo del siglo XX- todo un 

conjunto de normas en favor de aquellos actores militares que participan en 

los enfrentamientos propios de una guerra y que encuentran su principal 

fuente en los Convenios de Ginebra y los Protocolos adicionales de 1977 ya 

referenciados al comienzo de este apartado. Por ejemplo, el artículo 3º co-

mún a los Convenios de Ginebra, indican que las personas que no participan 

directamente en las hostilidades -civiles-, incluso los miembros de las fuerzas 

armadas que han depuesto las armas o puestas por fuera de combate ya sea 
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por enfermedad, herida, detención u otra causa que lo imposibilite para parti-

cipar en las hostilidades, deben ser “tratadas con humanidad, sin distinción 

alguna de índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la 

creencia, el sexo, [entre otras]”. Es decir que el DIH protege, según esto, no 

solo a los civiles, sino también a combatientes que han sido puestos fuera de 

combate. Desde esta perspectiva, se logra concluir inicialmente que los mili-

tares son sujetos de derechos, individuos que por pertenecer a las fuerzas 

militares no pierden su calidad de ser humano y su condición de ciudadano. 

Y esta comprensión es básica, esencial y fundamental para re-afirmar la po-

sibilidad de que los miembros de la Fuerza Pública puedan ser considerados 

como víctimas de los conflictos armados. 

 

Establecer las razones y fundamentos que permiten admitir la condición de 

víctima de los militares exige una revisión del concepto de víctima a la luz de 

las normas del Derecho Internacional. La más reciente adopción se encuen-

tra en los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 

y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 

recursos y obtener reparaciones (Naciones Unidas, 2005, 16 de diciembre), 

la cual en el principio 8º destaca: 

 

“Se considerará víctima a la persona que, individual o colectiva-

mente, como resultado de actos u omisiones que violan las nor-

mas internacionales de derechos humanos o el derecho interna-

cional humanitario, haya sufrido daños, inclusive lesiones físicas 

o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menos-

cabo sustancial de sus derechos fundamentales.  Se podrá con-

siderar también "víctimas" a los miembros de la familia directa o 

personas a cargo de la víctima directa, así como a las personas 

que, al intervenir para asistir a la víctima o impedir que se pro-
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duzcan otras violaciones, hayan sufrido daños físicos, mentales 

o económicos”. 

 

Varios aspectos se rescatan de la noción de víctima incorporada dentro de 

este instrumento internacional. Lo primero es que la condición de víctima 

constituye un resultado de las graves violaciones a los Derechos Humanos y 

el Derecho Internacional Humanitario. La experiencia colombiana muestra 

que el conflicto armado interno se materializa en un conjunto de acciones 

promovidas por grupos insurgentes al margen de la Ley que vulneran los de-

rechos fundamentales reconocidos dentro de las normas internacionales, 

afectando tanto a grupos civiles como militares. Estos últimos dadas sus fun-

ciones constitucionales y legales deben utilizar el monopolio de la fuerza pa-

ra contrarrestar, enfrentar y reducir a los grupos armados ilegales que ame-

nazan con al orden político y constitucional legítimo. Sin embargo, debe con-

siderarse que en el caso colombiano los miembros de la Fuerza Pública tam-

bién son responsables de infracciones al Derecho Internacional Humanitario 

y graves violaciones a los Derechos Humanos, en otras palabras, también 

son responsables del significativo número de víctimas que se registran en el 

territorio. En estas dinámicas de enfrentamiento se menoscaban derechos 

fundamentales que se encuentran en cabeza de los militares, y aunque no 

son tan ilegítimos y graves como los impactos que reciben los civiles, resul-

tan de igual forma reprochables y condenables los daños ocasionados como 

producto de actos que violan el Derecho Internacional Humanitario. 

 

Lo segundo que se extrae de la definición de los Principios y Directrices Bá-

sicos es que la condición de víctima se materializa con la afectación de dere-

chos fundamentales y los daños padecidos en las más diversas dimensiones 

del ser humano. Dentro de estas se encuentran las lesiones físico-mentales 

o el sufrimiento emocional (psico-físico), la pérdida económica, o el daño 

desproporcional a los derechos fundamentales como la libertad, la seguridad 

personal, la vida, entre otros. Es evidente que los militares son afectados con 
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ocasión del conflicto armado interno en la misma medida que los civiles 

cuando hay una violación de las normas del Derecho Internacional Humanita-

rio y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Por ejemplo, aque-

llos que son víctimas de minas antipersonal sufren de una disminución en su 

capacidad laboral, un sufrimiento indescriptible por la mutilación sobre el 

cuerpo y las limitaciones producidas en el ámbito social, entre otras. O bien, 

el uso de armas prohibidas conforme al Derecho Internacional Humanitario 

conlleva a que los miembros de la Fuerza Pública puedan ser considerados 

como víctimas sin ser parte de la población civil, y como lo describe la Corte 

Constitucional (2000, 2 de agosto) al referirse a las minas antipersona en su 

sentencia C-991: 

 

“[…] constituyen un arma de guerra nociva y con efectos indis-

criminados, a las cuales se les ha dado un uso irresponsable. 

Están diseñadas para matar y, en su defecto, para mutilar partes 

del cuerpo humano, dejando repercusiones psicológicas profun-

das en sus víctimas. […] Las minas antipersona interrumpen el 

desarrollo económico y social de las comunidades bajo su ame-

naza […]”. 

 

También los militares que han sido secuestrados y puestos a condiciones de 

maltrato, tortura y otros actos inhumanos, y sobre los cuales se activan las 

normas del Derecho Internacional Humanitario porque se encuentran prohi-

bidas la toma de rehenes y los atentados contra la dignidad personal como 

tratos humillantes y degradantes (art. 3b, 3c, IV Convenio de Ginebra relativo 

a la Protección debida a las Personas Civiles en Tiempos de Guerra). En es-

te caso, los militares por perder su condición de combatientes, se encuentran 

protegidos por el Derecho Internacional Humanitario y pueden ser considera-

das víctimas. Lo comprensión más significativa en este espacio es que a par-

tir del principio de distinción, tanto población civil como combatientes que no 

participan ya en las hostilidades y enfrentamientos, pueden convertirse en 
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víctimas de los conflictos armados a la luz de los Principios y directrices bási-

cos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las nor-

mas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del dere-

cho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. 

Aún más, hay prohibiciones absolutas, es decir, hechos prohibidos inclusive 

en contra de los combatientes, v.g. la tortura, la desaparición forzada, la eje-

cución extrajudicial, la violencia sexual, entre otros (art. 4 PIDCP y art. 27 

CADDHH). 

 

Ahora bien, el párrafo 9 de los Principios y Directrices Básicos conlleva a la 

posibilidad y necesidad de reconocer la calidad de víctima de los militares en 

el marco de los conflictos armados ya sean estos internacionales o internos. 

Este principio en particular señala que la condición de víctima no debe de-

pender, por un lado, de la identificación, captura, enjuiciamiento y/o condena 

del autor del hecho victimizante, y por otro, de la relación que pueda existir o 

haber existido entre víctima y autor, es decir, no importa la relación entre víc-

tima y victimario (familiar, personal, pertenencia al mismo grupo armado, a la 

misma etnia, etc.) porque se es víctima siempre que haya sufrido una viola-

ción a DDHH o infracción al DIH. 

 

Ahora bien, se ha indicado que los militares si bien cumplen funciones en-

marcadas en la Constitución y la Ley, también mantienen su condición hu-

mana, y por tanto, la dignidad y derechos fundamentales reconocidos a nivel 

nacional e internacional. En consecuencia, el militar es ciudadano y ser suje-

to de derechos, y ello es lo que conlleva a que se admita su eventual condi-

ción de víctima. Mejía (2016) así lo describe cuando expresa que el marco de 

los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, el estatus de 

ser humano y de su dignidad, y la calidad de ciudadano, comprenden pilares 

y presupuestos básicos que permiten predicar la condición de víctima de los 

soldados en los contextos de conflictos armados internacionales e internos, y 
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en esa medida, la garantía de los derechos a la verdad, la justicia, la repara-

ción y a la no repetición. 

 

Los miembros de las fuerzas militares deben gozar de los Derechos Huma-

nos y las libertades fundamentales que se expresan en el Derecho Interna-

cional, con las debidas limitaciones propias de la labor que ejecutan y con-

forme a las normas constitucionales y legales de cada uno de los Estados. 

Frente a ello, los Estados se encuentran en la obligación de adoptar proce-

dimientos legales y administrativos coherentes con los derechos que se le 

han reconocido a los miembros de las fuerzas armadas, y como bien lo indi-

ca la ODIHR (Office for Democratic Institutions and Human Rights, 2008, p. 

17) los miembros de las fuerzas armadas tienen el derecho a disfrutar del 

amplio compendio de Derechos Humanos y libertades fundamentales con las 

limitaciones que imponen los deberes del servicio militar conforme a las leyes 

y las constituciones de los países, y en todo caso, los Estados se encuentran 

obligados a “establecer las disposiciones legales apropiadas y procedimien-

tos administrativos para proteger los derechos de los militares”. 

 

En el caso colombiano, valga señalar que la misma Constitución Política de 

1991 incorpora al mismo rango constitucional, a través de la figura del bloque 

de constitucionalidad, algunos tratados y convenios que reconocen los dere-

chos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción al 

ordenamiento jurídico interno:  

 

“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Con-

greso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 

limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden 

interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 

interpretarán de conformidad con los tratados internacionales 

sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. 
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Ahora bien, los Derechos Humanos como los que se desprenden de los Prin-

cipios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de las Naciones 

Unidas de 2005, son plenamente reconocidos dentro del Estado colombiano 

porque pese a ser considerados parte del soft law o derecho blando, la Corte 

Constitucional ha determinado que estos tienen aplicación en sentido lato -no 

estricto-, es decir, como elementos de interpretación de las normas sin que 

lleguen a tener carácter normativo. Así mismo, el artículo 93 indica que estos 

tratados internacionales sirven como marco de interpretación de los derechos 

ya reconocidos de manera taxativa dentro de la Carta Política. Esto y otras 

razones permiten asegurar que los miembros de las fuerzas militares son 

titulares de derechos en cuanto a que son personas (constitución Política de 

1991, Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, Convención Americana de Derechos Humanos), 

y pueden ser consideradas víctimas en cuanto: 1. Hayan sido puestos fuera 

de combate, con lo cual deben ser tratados como población civil; 2. En cuan-

to sean víctimas de infracciones al DIH (ejemplo por el uso de armas prohibi-

das, entre otras); y 3. Sean víctimas de hechos absolutamente prohibidos por 

el DIDDHH, como lo son la tortura, la desaparición forzada, la violencia se-

xual, etc. (arts. 4 PIDCP y 27 CADDHH). 

 

Entonces, en ningún momento se puede suspender la aplicación de las nor-

mas del Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, los cuales resultan inderogables aún en estados de ex-

cepción como de guerra exterior o conmoción interior conforme al artículo 

214.2 que reza: “No podrán suspenderse los derechos humanos ni las liber-

tades fundamentales. En todo caso se respetarán las reglas del derecho in-

ternacional humanitario”, y a fin de salvaguardar esta disposición constitucio-

nal, el mismo artículo citado añade que debe expedirse una Ley estatutaria 

para regular las facultades de Gobierno durante los estados de excepción a 

fin de establecer controles y garantizar la protección de derechos conforme a 

los tratados internacionales. 
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En el marco normativo internacional de los Derechos Humanos, el artículo 14 

de la Convención Europea de los Derechos Humanos de 1950 indica en su 

artículo 14 que los derechos y libertades deben ser asegurados sin ningún 

tipo de distinción como sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas, 

origen nacional o social, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación. Como 

se observa, este instrumento internacional indica con la expresión “cualquier 

otra situación” -aunque no de forma taxativa- que la pertenencia a las fuerzas 

militares de un país no constituye una condición que permite la exclusión de 

estas personas del ámbito de protección de los Derechos Humanos. Lo mis-

mo ocurre al examinarse la Convención Americana de Derechos Humanos 

de 1969 o Pacto de San José, el cual en su artículo 27 sobre suspensión de 

garantías expresa que no es posible suspender en caso de guerra, peligro 

público u otra emergencia los derechos al reconocimiento de la personalidad 

jurídica, el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, la prohibi-

ción de esclavitud/servidumbre, el principio de legalidad y retroactividad, la 

libertad de conciencia y religión, la protección a la familia, el derecho al nom-

bre, los derechos de los niños, el derecho a la nacionalidad, los derechos 

políticos y las garantías judiciales que son indispensables para la protección 

de estos. Esta norma se encuentra directamente vinculada con los artículos 

93 y 214 de la Constitución Política de 1991, y permiten concluir que en el 

caso de las víctimas militares se reconocen las normas sobre Derechos Hu-

manos y Derecho Internacional Humanitario. 

 

Ahora bien, resulta significativo el caso de Polonia analizado en el documen-

to de la ODIHR (2008) y en donde la visión de los Derechos Humanos en 

cabeza de los miembros de las fuerzas militares se debe en particular al en-

foque de ciudadano uniformado - citizen in uniform-, el cual tiene su origen en 

la jurisprudencia creada a partir de la Convención Europea para la Protección 

de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 1950. Este 

enfoque permite interpretar a los miembros de las fuerzas militares como su-
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jetos de derechos civiles y políticos que no se anulan por poseer un unifor-

me, aunque pueden modificarse conforme al contexto militar y se expresa en 

el documento citado: 

 

“El enfoque de ciudadano en uniforme implica que el personal de 

las fuerzas armadas, ya sea profesional o conscripto, tiene los 

mismos derechos y protecciones que todas las demás personas, 

sujeto a ciertas limitaciones impuestas por la vida militar. [...] En 

algunos estados, el disfrute de los derechos humanos por parte 

de miembros de las fuerzas armadas está restringido de manera 

desproporcionada por la constitución o por la ley. Por ejemplo, 

en muchos países, el personal de las fuerzas armadas no está 

autorizado a ejercer plenamente sus derechos a la libertad de 

expresión y de reunión. Como consecuencia, el personal de las 

fuerzas armadas no puede hablar por sí mismo o expresar preo-

cupación por los casos de violaciones de derechos humanos. 

Como esta situación puede verse agravada por el carácter ce-

rrado de las instituciones militares, es importante que los gobier-

nos garanticen la protección de los derechos humanos en los 

cuarteles” (p. 22). 

 

De acuerdo a lo anterior, el enfoque de “ciudadano uniformado” conlleva a 

que todos los militares, sin importar que estos sean reclutados o profesiona-

les, tienen derechos con los límites propios y respectivos que implica el prin-

cipio de distinción del Derecho Internacional Humanitario. La distinción no da 

lugar a una discriminación o a desconocer el estatus de persona que tienen 

los miembros de la Fuerza Pública. Dicho enfoque discutido, nace como una 

forma de defensa de los miembros de las fuerzas militares, y por ello, hay 

una exigencia para que los gobiernos adopten medidas necesarias que per-

mitan el respeto de los Derechos Humanos en los cuarteles. Si bien este en-

foque tiene su origen en las prácticas de maltrato y abuso de los miembros 
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de la Fuerzas Armadas en el contexto de la vida militar, hoy puede ser utili-

zado en función de reconocer la calidad de víctima de estas personas cuan-

do por ocasión de los conflictos armados reciben un daño desproporcional 

como producto de un acto claramente violatorio de los Derechos Humanos y 

el Derecho Internacional Humanitario. Detalla Mejía (2016) sobre la condición 

de ser humano y ciudadano del soldado: 

 

“El soldado no sólo es un ser humano del cual se desprende su 

dignidad como posibilidad de reconocerse como sujeto de dere-

chos, garantías y obligaciones, sino que es en sí mismo un ciu-

dadano, el cual puede ejercer su ciudadanía plenamente en so-

ciedad salvo lo que las normas internas prescriban por la espe-

cial naturaleza de su misión. Un soldado que tenga consciencia 

sobre su condición de ciudadano en una democracia saldrá a 

defenderla por la especial valoración que tiene de la misma; de-

fender la democracia significa […] la valoración de la dignidad de 

sus congéneres”. (p. 189) 

 

Ahora bien, se pueden señalar otros dos puntos que justifican la condición de 

víctima de un miembro de la fuerza pública. El primero se halla en los princi-

pios de indivisibilidad y universalidad de los Derechos Humanos. La indivisi-

bilidad se refiere a que los Derechos Humanos deben interpretarse en con-

junto, pues el goce y ejercicio de algunos se convierten en requisito para la 

protección de otros, y en consecuencia, la vulneración de determinados de-

rechos puede llevar a que se generen riesgos sobre otros: “la indivisibilidad 

genera la obligación de otorgar igual importancia a todos los derechos hu-

manos, cualquiera del que se trate, sean civiles, políticos, económicos, socia-

les o culturales” (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2017, p. 11). 

La universalidad implica que los Derechos Humanos deben ser garantizados 

a todas las personas sin distinción y en coherencia con los derechos de 

igualdad y no discriminación: “todas las personas son titulares de todos los 
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derechos humanos, en eso consiste el principio de universalidad, estrecha-

mente relacionado con los derechos a la igualdad y no discriminación” (Co-

misión Nacional de los Derechos Humanos, 2017, p. 10). 

 

Y el segundo punto que justifica la condición de víctima de los miembros de 

la fuerza pública se concreta en el cambio de modelo de la profesión militar, 

el cual ha pasado de un enfoque institucional a uno de tipo ocupacional. 

Desde la perspectiva institucional, el ejército representa una institución única 

y diferente a las de naturaleza civil en donde sus miembros responden a un 

llamado patriótico y honorífico, dedican sus vidas al deber y al país, y en 

donde resulta posible exigencias alternativas y riesgos permitidos y legítimos. 

Y desde la perspectiva ocupacional, la cual viene adquiriendo más fuerza en 

la actualidad, la profesión militar es una ocupación más impulsada por incen-

tivos financieros, seguridad laboral y condiciones laborales atractivas. En sín-

tesis:  

 

“De acuerdo con el modelo de la institución, los derechos huma-

nos de los soldados estarán muy restringidos porque la profesión 

militar no puede compararse con ninguna otra profesión en la 

sociedad. Sin embargo, según el modelo de ocupación, los sol-

dados generalmente tendrán los mismos derechos que los de-

más ciudadanos debido a los puntos en común entre la profesión 

militar y otras profesiones en la sociedad”. (Office for Democratic 

Institutions and Human Rights -ODIHR-, 2008, p. 24) 

 

El cambio de modelo del institucional al ocupacional se puede observar en 

algunos documentos e instrumentos elaborados dentro de sistemas jurídicos 

regionales, por ejemplo, el Consejo de Europa quien en el 2010 expidió la 

Recomendación CM/Rec (2010) 4 del Comité de Ministros sobre los Dere-

chos Humanos de los Miembros de las Fuerzas Armadas -Human Rights of 

Members of the Armed Forces-. En esta resolución el Consejo de Europa y el 
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Comité de Ministerios describe que los derechos incorporados dentro de las 

Convención Europea de Derechos Humanos de 1950 son aplicables a todos 

los miembros de las fuerzas armadas, y en particular expresa que “1. Esta 

recomendación se refiere al disfrute de los derechos humanos y las liberta-

des fundamentales de los miembros de las fuerzas armadas en el contexto 

de su vida laboral y de servicio”. Como se observa, se interpreta la actividad 

militar más allá de la institución y la equipara a una ocupación y labor profe-

sional. 

 

En síntesis, las posibles violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 

Internacional Humanitario sirven de fuente para declarar la calidad de víctima 

de los miembros de las fuerzas militares cuando producto de estas infraccio-

nes se ocasiona un daño, y dicho reconocimiento se encuentra justificado en 

la misma interpretación de los postulados constitucionales (art. 93, art. 214) y 

las normas del Derecho Internacional como la Convención Americana de De-

rechos Humanos de 1969 y la Convención Europea de Derechos Humanos 

de 1950. En el mismo sentido lo interpreta la Corte Constitucional (2016, 7 de 

abril) en su sentencia C-161 cuando menciona: 

 

“Los integrantes de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacio-

nal, quienes hayan sufrido un daño ocasionado por la comisión 

de infracciones graves a los derechos humamos o al derecho in-

ternacional humanitario, siempre que se trate de hechos sucedi-

dos a partir del 1 de enero de 1985, al igual que sus respectivos 

cónyuges, “compañero o compañera permanente, parejas del 

mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, pri-

mero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 

muerte o estuviere desaparecida”, son víctimas para los efectos 

de la Ley 1448 de 2011”.  
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2.2. Los derechos de las víctimas militares en los instrumentos inter-
nacionales de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario. 

 
En este apartado se aborda dos tipos de derechos de los militares. Por un 

lado, los derechos de los militares como personas titulares de los Derechos 

Humanos, es decir, los inherentes por su misma calidad de seres humanos, y 

por otro, los derechos de los militares como víctimas titulares de los derechos 

a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, los cuales resul-

tan ser contenidos normativos específicos y particulares. Y es que en efecto, 

la calidad de víctima es una expresión de la titularidad de los Derechos Hu-

manos, aunque ambos tipos de derechos no pueden ser equiparados con-

ceptualmente. Por ello, se hace una descripción de ambos de forma separa-

da.  

 

Los derechos de los militares se pueden encontrar en el amplio campo que 

representan los instrumentos de los Derechos Humanos, especialmente, en 

los preámbulos o las consideraciones de estos. La Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 suscrita en la IX Conferencia 

Internacional Americana celebrada en Bogotá en 1948, dispone en sus con-

sideraciones que el fin primordial de las Constituciones es proteger los dere-

chos esenciales del hombre, los cuales no pueden tener un tratamiento dife-

rencial pues constituye un atributo de la persona humana. Así mismo, en el 

Preámbulo se resalta que todos los hombres al nacer son iguales en cuanto 

a dignidad y derechos. Además, dispone que “derechos y deberes se inte-

gran correlativamente en toda actividad social y política del hombre”. Este 

instrumento resulta de especial relevancia pues sirve de base para la cons-

trucción de otros instrumentos jurídicos en América con posterioridad: 

 

“La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre se inscribe en un proceso histórico americano en el que 
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la idea de que el ser humano es titular de derechos consustan-

ciales con su naturaleza, inalienables e imprescriptibles, de que 

estos derechos coexisten con deberes correlativos y que el Es-

tado, y más aún, la autoridad y el poder, son medios para garan-

tizar el bien común, que necesariamente se integra con el respe-

to y la existencia efectiva de esos derechos, ha sido una cons-

tante invariable de nuestra evolución política y jurídica” (Gros, 

1989, p. 42). 

 

Como resultado de lo anterior, se entiende que los militares tienen derecho a 

la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad personal (art. 1º) y derecho a 

una igualdad ante la Ley (“Todas las personas son iguales ante la Ley y tie-

nen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción 

de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna” -art. 2º-). Desde esta perspectiva, 

los miembros de las fuerzas militares deben tener una protección especial 

por parte del Estado, sin mayores distinciones que impliquen una vulneración 

de los Derechos Humanos. 

 

En este mismo grupo de normas del Sistema de Derechos Humanos se en-

cuentra la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de di-

ciembre de 1948. En su Preámbulo expresa que, para el logro de la libertad, 

la justicia y la paz, se exige reconocer la dignidad humana y los derechos 

inalienables de todas las personas. Así mismo se describe que todos los Es-

tados tienen el compromiso de lograr el respeto universal y efectivo de las 

libertades y los derechos fundamentales de todos los hombres. El artículo 1º 

señala que todas las personas tienen iguales derechos y libertades y de las 

cuales se predica la misma dignidad como base para el reconocimiento de 

dichos derechos; y el artículo 2º dispone que los derechos y las libertades de 

la Declaración Universal se aplican sin distinción alguna como “raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o cualquier otra índole, origen, nacional 

o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”.  
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También se puede reconocer dentro de este ámbito el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (Naciones Unidas, 1966, 16 de diciembre). En 

este instrumento igualmente se reafirma como base esencial la dignidad hu-

mana de los cuales se derivan los derechos fundamentales e inalienables de 

todas las personas sin ningún tipo de discriminación. El artículo 1.3 dispone 

que los Estados tienen la responsabilidad de promover el ejercicio de los de-

rechos incorporados en este Pacto, el artículo 2.1 expresa que no se puede 

adoptar distinción alguna para el reconocimiento de los derechos (“sin distin-

ción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 

otra condición social”), el artículo 2.2 exige a todos los Estados la adopción 

de medidas requeridas y necesarias para que los derechos que allí se con-

signan sean garantizados plenamente; y el artículo 3o señala que la garantía 

de los derechos se predica de todos los hombres y mujeres. 

 

Los mismos fundamentos anteriores se expresan en el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 1966, 16 

de diciembre) y adicionalmente expresa que el ideal de ser humano que no 

puede alcanzarse en ausencia de las condiciones requeridas como los dere-

chos de naturaleza económica, social y cultural. El artículo 2.1 exige el com-

promiso de todos los Estados para que adopten medidas a fin de lograr de 

manera progresiva el ejercicio y goce de todos los derechos reconocidos 

“hasta el máximo de los recursos de que disponga. Lo que se busca a partir 

de este Pacto es que los derechos aquí consignados se garanticen sin distin-

ción alguna, pero se admite que las medidas adoptadas sean coherentes con 

el máximo de recursos disponibles. Así mismo, el artículo 3o dispone que to-

dos los Estados deben “asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a 

gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados 

en el presente Pacto”. 
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La Convención Europea (Consejo de Europa, 1950, 4 de noviembre) o tam-

bién denominada Convenio de Roma en sus consideraciones indican que las 

libertades y derechos fundamentales son la base de la justicia y la paz, los 

cuales dependen del respeto de la democracia y el aseguramiento de la dig-

nidad como presupuesto de la condición humana. Y el artículo 1o resalta que 

se reconoce a toda persona el conjunto de derechos y libertades que se con-

signan en este Convenio (arts. 2-18) y el artículo 14 prohíbe cualquier tipo de 

distinción en relación con su aplicación, por lo que basta que se trate de una 

persona para que sea sujeto de protección de los derechos y garantías aquí 

incorporadas. 

 

Lo común a todos estos instrumentos es el uso de un lenguaje amplio y flexi-

ble lo cual permite interpretar que la diversidad que encajan en la categoría 

de Derechos Humanos es aplicable a los miembros de las fuerzas militares. 

En cada uno de los instrumentos señalados la dignidad humana se convierte 

en eje central de los derechos que se reconocen, y con base en ello no se 

admite tratamiento diferencial y se prohíbe la discriminación. En otros instru-

mentos anteriores a los mencionados también se logra inferior que la digni-

dad humana es predicable de los miembros de las fuerzas militares como 

bien lo señala Mejía (2016) 

 

“Ni en los orígenes de los DDHH, ni en proclamaciones históri-

cas trascendentales como las cartas leonesas de 1188, la Carta 

Magna de Juan sin tierra (1215), Petition of Rights (1628), The 

Bill of Rights (1689), la Declaración del Buen Pueblo de Virginia 

(1776), La Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciuda-

dano de (1789), entre otras, se desconoce la condición humana 

del soldado (Lima, 2015); es más, en algunas de ellas como en 

Petition of rights en el numeral séptimo, se le solicita al Rey Car-

los I, que se le garantice el debido proceso a los soldados o ma-

rinos, aplicándoles la ley Marcial cuando fuera del caso” (p. 174). 
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Ahora bien, a continuación, se hará referencia a los derechos de contenido 

específico en favor de los militares en razón a su condición de víctimas de 

los conflictos armados -derechos a la verdad, la justicia, la reparación y las 

garantías de no repetición- desde los instrumentos internacionales. Estos 

derechos descansan sobre el carácter universal de los Derechos Humanos y 

son reconocidos en la medida que hay afectaciones a la dignidad humana de 

los militares lo que permite declarar su calidad de víctimas. Estas afectacio-

nes que dan origen a los derechos de contenido específico se enmarcan en 

los hechos del contexto del conflicto armado y por violaciones graves a los 

Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario (Me-

jía, 2016 citado por Ortiz, 2016). 

 

Los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de viola-

ciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 

violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recur-

sos y obtener reparaciones de las Naciones Unidas (2005) indica en el prin-

cipio 10 que todas las víctimas tienen el derecho a que se traten con huma-

nidad y respeto de su dignidad y derechos humanos inherentes, y reclama de 

los Estados adoptar medidas para que estas “gocen de una consideración y 

atención especiales para que los procedimientos jurídicos y administrativos 

destinados a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nue-

vo trauma”.  

 

Por su parte, el principio 11 describe que ante las violaciones de las normas 

de Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, las víctimas 

deben contar con recursos como parte de sus derechos, entre estos: “a) Ac-

ceso igual y efectivo a la justicia; b) Reparación adecuada, efectiva y rápida 

del daño sufrido; y c) Acceso a información pertinente sobre las violaciones y 

los mecanismos de reparación”. Todo lo anterior considerando el principio de 

no discriminación contemplado en el principio 25 el cual expresa que en la 
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aplicación e interpretación de los principios y directrices básicas queda 

prohibida cualquier tipo de discriminación, lo que supone que los miembros 

de la Fuerza Pública víctimas de los conflictos armados no internacionales 

son sujetos de estos derechos. Y más aún, sí se considera que estos princi-

pios se ajustan sin excepción a las normas de Derechos Humanos y del De-

recho Internacional Humanitario. 

 

El acceso a la justicia se desarrolla en los principios 12, 13 y 14, y allí se 

considera que las víctimas deben contar con mecanismos judiciales y admi-

nistrativos que permitan lograr justicia frente a los daños padecidos. Entre las 

medidas asociadas con este derecho se encuentran la socialización y publi-

cación de los mecanismos disponibles, la eliminación de barreras que impli-

quen mayores inconvenientes para las víctimas, sus familiares y represen-

tantes, la asistencia apropiada, procedimientos diferenciales acordes que 

permitan presentar las demandas y obtener las reparaciones, entre otros.  

 

La reparación de los daños sufridos, aspecto clave de esta investigación, se 

encuentran regulados en los principios 15 hasta el 22. Se exige bajo estas 

directrices que la reparación sea adecuada, efectiva, rápida y proporcional a 

los daños sufridos, y tiene por objetivo el logro de la justicia y remediar en la 

medida de lo posible las violaciones ocasionadas. Así mismo, se enfatiza en 

la responsabilidad de los Estados a reparar y adoptar medidas de asistencia 

cuando el responsable de los daños no puede o no quiera cumplir con su 

deber de reparar. El principio 18 señala que la reparación debe ser plena -o 

también integral- reconociendo como formas de reparación las siguientes 

medidas: “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías 

de no repetición”. 

 

Tabla 2-. Medidas de reparación reconocidas en los Principios y directrices 

básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 
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normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 

derecho internacional humanitario (Naciones Unidas, 2005) 

Medida Descripción 

Restitución  
Principio 19 

Siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situa-
ción anterior a la violación manifiesta de las normas internacio-
nales de derechos humanos o la violación grave del derecho 
internacional humanitario. La restitución comprende, según 
corresponda, el restablecimiento de la libertad, el disfrute de 
los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciuda-
danía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en 
su empleo y la devolución de sus bienes. 

Indemnización 
Principio 20 

Se concede, de forma apropiada y proporcional a la gravedad 
de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos 
los perjuicios económicamente evaluables que sean conse-
cuencia de violaciones manifiestas de las normas internaciona-
les de derechos humanos o de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario, tales como los siguientes: 
a) El daño físico o mental; 
b) La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, 
educación y prestaciones sociales; 
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el 
lucro cesante; 
d) Los perjuicios morales; 
e) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamen-
tos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales. 

Rehabilitación 
Principio 22 

Incluyen la atención médica y psicológica, así como servicios 
jurídicos y sociales. 
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Satisfacción 
Principio 22 

Incluyen, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o 
parte de las medidas siguientes: 
a) Medidas eficaces para conseguir que no continúen las viola-
ciones; 
b) La verificación de los hechos y la revelación pública y com-
pleta de la verdad, en la medida en que esa revelación no pro-
voque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la 
víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que 
han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se pro-
duzcan nuevas violaciones; 
c) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identi-
dades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las 
personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificar-
los y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto 
de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comuni-
dad; 
d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la 
dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las 
personas estrechamente vinculadas a ella; 
e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los 
hechos y la aceptación de responsabilidades; 
f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 
responsables de las violaciones; 
g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; 
h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones 
ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así 
como en el material didáctico a todos los niveles. 
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Garantías de no 
repetición 
Principio 23 

Incluyen, según proceda, la totalidad o parte de las medidas 
siguientes, que también contribuirán a la prevención: 
a) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles 
sobre las fuerzas armadas y de seguridad; 
b ) La garantía de que todos los procedimientos civiles y milita-
res se ajustan a las normas internacionales relativas a las ga-
rantías procesales, la equidad y la imparcialidad; 
c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial; 
d ) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la 
asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, 
así como de los defensores de los derechos humanos; 
e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos 
los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario y la capacitación en 
esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; 
f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y 
de las normas éticas, en particular las normas internacionales, 
por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuer-
zas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los me-
dios de información, el personal de servicios médicos, psicoló-
gicos, sociales y de las fuerzas armadas, además del personal 
de empresas comerciales; 
g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar 
y resolver los conflictos sociales; 
h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las vio-
laciones manifiestas de las normas internacionales de dere-
chos humanos y a las violaciones graves del derecho humani-
tario o las permitan. 

 
 

Fuente: Adaptación de la autora / Naciones Unidas (2005) 

 

Respecto del derecho a la verdad, esta se encuentra inmersa dentro del de-

recho a la reparación y las medidas de satisfacción. El principio 22 indica en 

su literal b que la satisfacción debe incluir “la verificación de los hechos y la 

revelación pública y completa de la verdad”, siempre y cuando la misma no 

implique mayores daños o riesgo en la seguridad de las víctimas. Así mismo, 

en el principio 24 sobre “acceso a información pertinente sobre violaciones y 
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mecanismos de reparación” se indica que las víctimas y sus representantes 

tienen derecho a solicitar y obtener la información sobre las causas de la vic-

timización y las violaciones a las normas del Derecho Internacional, y “a co-

nocer la verdad acerca de estas violaciones”. 

 

Por último, valga hacerse mención a la Recomendación CM/Rec (2010) 4 del 

Comité de Ministros del Consejo de Europa (2010, 24 de febrero), a través 

de la cual se reconocen los Derechos Humanos de los miembros de las fuer-

zas armadas. Aunque este instrumento, al igual que la Convención Europea 

de Derechos Humanos, no son aplicables para el caso de Colombia, sirve de 

fuente de interpretación para reconocer los avances en otras latitudes en ma-

teria de protección de los Derechos Humanos de los miembros de las fuerzas 

militares.  

 

Este instrumento constituye el más amplio documento jurídico en favor de los 

militares pues se encuentra integrado por 85 principios que desarrollan los 

Derechos Humanos para esta población. En el principio 2º se expresa que a 

pesar de las características especiales que implica la vida militar, todos los 

miembros de las Fuerzas Armadas sin importar condición alguna tienen la 

garantía de disfrutar de todos los derechos y libertades descritas dentro de la 

Convención Europea de Derechos Humanos de 1950: “2. Si bien tienen en 

cuenta las características especiales de la vida militar, los miembros de las 

fuerzas armadas, independientemente de su estatus, gozarán de los dere-

chos garantizados en la Convención para la Protección de los Derechos Hu-

manos y las Libertades Fundamentales […]” (traducción informal). 

 

El principio 72 expresa que los miembros de las fuerzas armadas que se en-

cuentren heridos deben contar con la atención médica adecuada y las pres-

taciones correspondientes. Así mismo, recomienda que contar con sistemas 

de indemnización y prestacionales. En particular, el principio 73 señala que 

se deben diseñar planes de indemnización apropiadas para aquellos miem-
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bros que han resultado heridos o enfermos: “73. Debe estar disponible un 

esquema de compensación adecuado para las personas que salen de las 

fuerzas armadas que han resultado lesionadas o enfermas como resultado 

del servicio” (traducción informal). Y el principio 74 indica que aquellos 

miembros que abandonan las fuerzas armadas deben recibir paquetes de 

beneficios y programas que faciliten el proceso de transición a la vida civil. 

 

Ahora bien, desde el Derecho Internacional Humanitario también se recono-

ce los derechos de los combatientes en los conflictos armados, claro está 

con una mayor inclinación a los conflictos de tendencia internacional, aunque 

poco a poco se ha venido predicando en los conflictos armados internos. Y 

no es para menos, pues las guerras han dejado miles de millones de solda-

dos y civiles muertos a lo largo de la historia moderna (Pictet, 1982), y se 

convierte en una realidad que conduce a nuevas exigencias para el Derecho 

en función de garantizar derechos fundamentales como la vida, la seguridad 

y la libertad. 

 

Como lo explica Bobbio (2008), el Derecho Internacional Humanitario ha 

buscado la protección de los combatientes y los civiles en escenarios de 

Guerra, y en especial, la salvaguarda de los derechos de los heridos, enfer-

mos y prisioneros, por lo que resulta lógico que el conjunto de normas que 

hoy se tienen dentro de este sistema tengan su fuente en la costumbre, es 

decir, el Derecho Internacional consuetudinario (Henckaerts y Doswald, 

2007). 

 

De forma gradual, se han venido estableciendo reglas en función de que las 

guerras o los conflictos armados no resulten desproporcionalmente inhuma-

nos, salvajes y dolorosos, potenciando la construcción de una sociedad civili-

zada, aunque ello ha sido -y sigue siendo- una tarea compleja y ardua que 

aún enfrenta múltiples desafíos y retos. La guerra no ha tenido como propósi-

to esencial el aniquilamiento -al menos en la mayoría de oportunidades, pues 
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la historia muestra excepciones como el holocausto judío y el exterminio de 

los Tutsi en Ruanda- sino la rendición y la renuncia de los intereses de los 

adversarios. De acuerdo a Lieber (2016) citado por Mejía (2016), las guerras 

modernas resultan ilícitas cuando la destrucción de la vida se hace sin nece-

sidad o por venganza, y admite que la muerte no corresponde al propósito 

principal sino el conjunto de intereses que fundamentan la acción de las par-

tes enfrentadas.  

 

Ahora bien, otra fuente para el sustento jurídico de los derechos de las vícti-

mas militares es la jurisprudencia de las altas Cortes a nivel interno, la cual 

permite definir elementos, lineamientos e interpretaciones que complementan 

el ordenamiento jurídico que hace parte del sistema que regula el tema del 

conflicto armado interno y sus víctimas. Este es el tema del siguiente punto a 

tratar dentro de este capítulo. 

 

2.3. Los derechos de las víctimas militares en la jurisprudencia 
 

El reconocimiento de los derechos de las víctimas militares al interior de la 

jurisprudencia nacional, implica delimitar el alcance de la reparación a la que 

tienen derecho los militares que han sido víctimas en el marco del conflicto 

armado interno y por graves violaciones a los Derechos Humanos e infrac-

ciones al Derecho Internacional Humanitario. En ese sentido, la reparación 

puede ser derivada de (i) la acción penal o de la responsabilidad civil extra-

contractual derivada del delito (Corte Suprema de Justicia); (ii) de la respon-

sabilidad del Estado en virtud del artículo 90 de la Constitución (Consejo de 

Estado); o (iii) del programa de reparación administrativa de la Ley 1448 de 

2011). 

 

La Corte Constitucional ha definido una línea jurisprudencial que ha permitido 

re-afirmar y re-significar la naturaleza de los miembros de la Fuerza Pública 

desde una perspectiva humanista, comprensiva y basada en los Derechos 
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Humanos. En 1997, a través de la sentencia C-456, la Corte explicó que los 

miembros de la Fuerza Pública se encuentran dotados de dignidad humana, 

y por ello, no puede ser absorbido por el aparato estatal. Así mismo, dispone 

que cuando un miembro de las Fuerzas Armadas es amenazado en su vida y 

seguridad, la lesión no sólo es en contra de un valor institucional, además es 

un agravio a sus derechos y garantías fundamentales:  

 

“El aparato estatal requiere del esfuerzo y concurso de los milita-

res y policías, con el objeto de cumplir misiones tan esenciales 

como las referidas a la defensa del territorio, la independencia 

nacional, la democracia y los derechos fundamentales. [Sin em-

bargo], los militares y policías no son entelequias y, por tanto, el 

más elemental entendimiento de la dignidad humana, no puede 

negarles el carácter de sujetos pasivos autónomos de los agra-

vios que desconozcan su personalidad y su vida”.  

 

Otro aspecto que se resalta en esta sentencia es que el derecho a la paz im-

plica que el Estado abone el terreno y adopte las medidas necesarias para 

eliminar todos aquellos factores que pueden estimular la violencia, y dentro 

de estos se puede encontrar la negativa a reconocer la calidad de víctima de 

los miembros de las fuerzas armadas que por graves violaciones a los Dere-

chos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario han sufrido daños.  

 

La Corte Constitucional (2016, 7 abril) en su sentencia C-161 reconoce la 

calidad de víctima de los miembros de las Fuerzas Militares, lo cual conlleva 

a superar el debate centrado en la calidad de víctima o no de los militares en 

el marco del conflicto armado interno, porque basta que se los daños ocasio-

nados se originen en la violación del Derecho Internacional. En ese sentido 

de interpretación, los estándares del Derecho Internacional sobre Derechos 

Humanos, y que fundamentan los derechos a la verdad, la justicia, la repara-

ción integral y las garantías de no repetición, son aplicables de los miembros 
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de las Fuerzas Militares declarados víctimas en el contexto del conflicto ar-

mado interno.  

 

Esto conlleva a considerar la jurisprudencia de la Corte Constitucional en ma-

teria de derechos de las víctimas como la sentencia SU-254 de 2013 en la 

que se definen parámetros constitucionales mínimos en torno a los derechos 

de las víctimas en contextos de graves violaciones a los Derechos Humanos 

y el Derecho Internacional Humanitario, y la evaluación de programas masi-

vos de reparación.  

 

Frente a la reparación en particular, la Corte en esta sentencia expresó que 

las víctimas de graves violaciones al Derecho Internacional “tienen derecho a 

ser reparadas de manera adecuada, proporcional, integral y eficaz respecto 

del daño sufrido”, y añade que la reparación se debe concretar con la restitu-

ción íntegra y plena, pero además “a través de la indemnización, la rehabili-

tación, la satisfacción de alcance colectivo y las garantías de no repetición”. 

Así mismo, la Corte en esta sentencia indica sobre la reparación que esta 

debe responder a los daños materiales e inmateriales, y que debe concretar-

se con medidas individuales y colectivas que conlleven al restablecimiento de 

la víctima en su dignidad. 

 

Esta sentencia de unificación citada parece muy oportuna en el tema de in-

vestigación aquí abordado, porque se interpreta la reparación de las víctimas 

del conflicto armado como un asunto crucial y determinante en el marco del 

Derecho internacional y los procesos de justicia transicional. De igual mane-

ra, se expresa que la reparación debe ser adecuada, proporcional, integral y 

eficaz, y al momento limitar el alcance de la indemnización, se vulnera la 

misma jurisprudencia constitucional porque no permite que esta sea eficaz, ni 

proporcional ni adecuada. 
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Ahora bien, en la sentencia C-912 la Corte Constitucional (2013, 3 de di-

ciembre) expresa que la reparación integral es un derecho de todas las víc-

timas, y en ella, se deben considerar una variedad de elementos entre los 

que se encuentran:  

 

1. El expreso reconocimiento del derecho a la reparación del daño, 2. Los 

estándares definidos en el Derecho Internacional en cuanto alcance, natura-

leza, modalidad y determinación de beneficiarios, 3. El deber de adoptar va-

riedad de medidas para la dignificación y restauración plena del goce de los 

derechos, 4. Cinco componentes básicos de la relación, entre los que se en-

cuentran, la restitución plena, la compensación, la rehabilitación, la satisfac-

ción  y las garantías de no repetición, 5. La reparación integral desborda la 

reparación económica porque se incluyen otras medidas, 6. La reparación 

tiene tanto una dimensión individual como colectiva, 7. En la reparación inte-

gral resulta significativo el reconocimiento público del crimen cometido y su 

reproche, 8. La reparación puede ser obtenida mediante la vía judicial o la 

vía administrativa, 9. La reparación integral debe ser diferenciada de la asis-

tencia y los servicios sociales y de la ayuda humanitaria dada por el Estado, 

porque su naturaleza y finalidad difieren entre sí, y 10. Las medidas de repa-

ración y ayuda humanitaria deben articularse. 

 

En la sentencia T-054, la Corte Constitucional (2017, 3 de febrero) indica que 

desde la base del Derecho Internacional el Estado colombiano se encuentra 

obligado a investigar conductas punibles, juzgarlas, sancionarlas y reparar-

las, y que dichas obligaciones en escenarios de violaciones a los Derechos 

Humanos y Derecho Internacional Humanitario, debe interpretarse de una 

manera distinta y particular.  

 

En ese sentido, se entenderá que la indemnización económica, la cual hacer 

parte de las medidas de reparación integral, constituye un medio significativo 

y de especial importancia en favor de la víctima sin ningún tipo de distinción. 
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Y, en efecto, como bien lo expresa la Corte en esta sentencia, la reparación 

de los daños es un principio general del Derecho Internacional, y dado el 

marco de los conflictos armados, “los daños ocasionados por dichas atroci-

dades son, generalmente, insuperables”. Entonces, la reparación comprende 

un derecho complejo sin lugar a dudas, y por ello, limitar sus alcances por 

ejemplo a los miembros de las fuerzas militares víctimas resulta despropor-

cional con la misma naturaleza especial de la reparación y los contextos de 

conflicto armado. 

 

En el caso del Consejo de Estado (2016, 11 de abril), este Tribunal ha indi-

cado en su jurisprudencia que a los miembros de la fuerza pública se les de-

be proteger sus Derechos Humanos por la condición humana que ostentan y 

la dignidad que les resulta inherente, y que esta perspectiva se encuentra 

validada en instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Huma-

nos como el Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y la Convención Ameri-

cana de Derechos Humanos, además del Derecho Internacional Humanitario, 

los cuales en su conjunto son aplicables a los miembros de las fuerzas milita-

res en función de proteger los derechos fundamentales y humanizar los con-

flictos armados. 

 

Respecto de la reparación de las víctimas del conflicto armado, el Consejo 

de Estado se ha manifestado en variadas oportunidades al respecto. En la 

sentencia 00463 del 7 de mayo de 2018 indicó el máximo Tribunal de lo Con-

tencioso Administrativo que el derecho a la reparación debe ser integral, am-

plia y comprehensiva, lo que se traduce en un conjunto de medidas como 

restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción. Así mismo, indica 

que la reparación debe tener un amplio alcance y convertirse en pieza clave 

de transformación en favor de las víctimas. En este punto recuerda el Conse-

jo de Estado que su jurisprudencia se ha inclinado al reconocimiento de la 

diversidad de daños materiales e inmateriales, y dentro de estos últimos, la 
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afectación a derechos convencionales y constitucionales, lo que conlleva a 

reparaciones pecuniarias y no pecuniarias (Consejo de Estado, Expediente 

26251, 2014; Expediente 28804, 2014; Expediente 39288, 2014). 

 

También en la sentencia 00463 del 7 de mayo de 2018 indica el Consejo de 

Estado que desde el año 2007 se ha venido reconociendo diferentes medi-

das con distintas denominaciones para concretar el derecho a la reparación 

integral, lo que indica que a nivel jurisprudencial el tema de la reparación ha 

sido un punto clave de decisión mucho antes de la misma Ley 1448 de 2011. 

 

El Consejo de Estado ha declarado la responsabilidad patrimonial del Estado 

en favor de miembros de la fuerza pública que han sido afectados en el mar-

co del conflicto por graves violaciones al marco de los DDHH y el DIH. En 

sentencia del Consejo de Estado (2018, 14 de febrero), el tribunal contencio-

so administrativo de cierre estudia la acción de reparación directa interpuesta 

por un suboficial del Ejército Nacional quien en ejercicio de sus funciones fue 

víctima de una mina antipersona, la cual le ocasionó heridas graves y la pos-

terior amputación de la pierna izquierda. En la demanda, se exige el resarci-

miento de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, perjuicios 

morales y daño a la vida de relación, y el título de imputación es falla del ser-

vicio por cuanto las lesiones tienen su origen en la orden dada a la víctima 

para transitar sobre el campo minado sin el equipo de protección.  

 

Se trata de un caso que tiene prelación constituir una grave violación a los 

derechos humanos conforme al artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, el cual 

expresa que las Cortes y salas Especializadas podrán brindar tratamiento 

preferente a los procesos relacionados con la seguridad nacional, la afecta-

ción del patrimonio nacional o graves violaciones de los derechos humanos o 

crímenes de lesa humanidad. Para la Sección Tercera del Consejo de Esta-

do, los miembros militares se someten de manera voluntaria a un conjunto de 

riesgos propios de la profesión castrense, y por tanto, se enfrentan al riesgo 
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de padecer lesiones o la muerte, y por ello, sólo es viable declarar la respon-

sabilidad patrimonial del Estado bajo el título de la falla del servicio, es decir, 

cuando la equivocación o el error que ha conllevado al daño es de la institu-

ción militar. El análisis de los hechos y el marco jurídico de análisis, le permi-

te al Consejo de Estado declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, y 

el reconocimiento de los perjuicios demandados por el actor. 

 

De igual manera, en otra sentencia del Consejo de Estado (2016, 25 de fe-

brero), el máximo tribunal de lo contencioso administrativo estudia la acción 

de reparación directa interpuesta por militar que tras un ataque de la guerri-

lla, fue capturado y secuestrado entre los años 1996 y 1997. Como conse-

cuencia de ello, las víctimas solicitaron condenar al Estado por perjuicios mo-

rales y perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente y lucro ce-

sante. El Consejo de Estado considera que es necesario aplicar la figura de-

nominada control de convencionalidad, por cuanto la toma de la base militar 

“Las Delicias”, hecho en el cual fue tomado como rehén el militar autor de la 

acción de reparación directa, es una grave violación a la Convención Ameri-

cana de Derechos Humanos, los tratados sobre los Derechos Humanos y el 

Derecho Internacional Humanitario: 

 

“[…] por las circunstancias en que ocurrió la toma de la base mili-

tar “las Delicias”, y por las condiciones en las que este tipo de 

eventos se viene produciendo en el Estado colombiano en el mar-

co del conflicto armado interno, su encuadramiento se enmarca 

como un caso constitutivo de una grave vulneración de los dere-

chos humanos, violación del derecho internacional humanitario, y 

configuración como acto de lesa humanidad”. 

 

En efecto, el Consejo de Estado indica en esta sentencia que los daños anti-

jurídicos provocados por la grave vulneración a los Derechos Humanos y a 

las normas de Derecho Internacional Humanitario en el marco del conflicto 
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armado interno, lleva al juez administrativo a que se pronuncie sobre el daño 

provocado a la víctima directa y las víctimas indirectas. El máximo tribunal de 

lo contencioso administrativo encuentra que el secuestro y la privación atroz 

de la libertad de una persona, así como su sometimiento a tratos crueles in-

humanos en un escenario de conflicto armado, sin importar su posición o rol 

dentro del mismo, es una grave violación a los Derechos Humanos. En efec-

to, se vulnera no solo la libertad personal, además la dignidad humana, el 

libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la familia, el derecho al tra-

bajo, y otros bienes jurídicos. 

 

Aunado a lo anterior, el juez administrativo debe examinar si se produce un 

daño como consecuencia de la vulneración de las normas del Derecho Inter-

nacional Humanitario, pues si bien el militar participa como actor del conflicto 

armado, no renuncia a sus derechos, libertades y garantías: 

 

“Desde la perspectiva del derecho internacional humanitario debe 

examinarse, también, por el juez administrativo (como juez de 

convencionalidad) si su vulneración produce un daño antijurídico, 

especialmente cuando la privación arbitraria y atroz constituida 

por el secuestro y el sometimiento a tratos crueles e inhumanos 

de una persona está precedida de una seria antijuridicidad al con-

travenirse la prohibición de atentar contra la libertad, la vida, y 

singularmente el ejercicio de los derechos como ciudadano-

soldado, de quien en el marco del conflicto participa pero no re-

nuncia al pleno respeto, garantía y eficacia de sus libertades y de-

rechos, sometiendo a la persona a su eliminación en su valor co-

mo ser humano”. 

 

2.4. Los derechos de las víctimas militares en la doctrina 

 

De acuerdo a lo estudiado hasta el momento en el documento de investiga-
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ción, y conforme a la interpretación de la investigadora, resulta manifiesto 

que hay una mayor protección de los Derechos Humanos en el caso de las 

fuerzas militares, lo cual ha sido resultado de un proceso progresivo. En este 

apartado se quiere hacer una relación amplia de derechos, algunos genera-

les que no son producto de la calidad de víctimas de los miembros de las 

fuerzas militares, pero que muestran que son sujetos de derechos, y otros 

específicos que se desprenden de esa eventual condición de víctimas de los 

conflictos armados internacionales cuando hay graves violaciones a los De-

rechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario. 

 

En la doctrina se pueden encontrar diferentes autores que se refieren a los 

derechos de los militares. En este campo se puede mencionar en España a 

Laguna (1987) quien describe que el proceso de reconocimiento de derechos 

y deberes de los soldados es el resultado de un proceso evolutivo en el que 

se destacan tres factores causales. El primero descansa sobre el progreso 

de la misma sociedad que ha venido reconociendo y defendiendo cada vez 

más los derechos y deberes de los ciudadanos, y que se han ampliado con 

reformas legislativas. El segundo factor es la evolución de los ejércitos que 

ha conducido al diseño de normas y reglamentos con el objetivo de regular la 

disciplina de los miembros de las Fuerzas Armadas, pero además sus dere-

chos y garantías. Y, por último, el tercer factor son los cambios en el pensa-

miento y la cultura de los ejércitos que han llevado a la modificación sobre la 

forma de comprender e interpretar la labor. 

 

El reconocimiento de derechos y el valor otorgado a la actividad de los milita-

res generan una nueva perspectiva de interpretación y comprensión, pero así 

mismo dada la naturaleza de su labor, los derechos de los soldados tienden 

a condicionarse. Laguna (1987) explica que el condicionamiento sobre los 

derechos de los soldados no representa una “sutileza jurídica”, y por el con-

trario, la débil delimitación de los mismos puede llevar a conflictos y discu-

siones profundas, por ejemplo, el tema de la indemnización. Por ello, afirma 
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que es necesario que la formulación de derechos se haga de manera concre-

ta, precisa y perfectamente limitada. 

 

Mejía (2017) explica que hay unas etapas en el contexto colombiano sobre el 

reconocimiento de la calidad de víctima de los miembros de las Fuerzas Ar-

madas. La primera de ellas se presenta entre la primera Ley de Justicia de 

Paz de 2005 o Ley 975 hasta el 2011 donde se promulga la Ley de Víctimas 

o Ley 1448. A este periodo lo denomina etapa de la indiferencia porque se 

presenta un desconocimiento casi que total de la calidad de víctima al interior 

de la Fuerza Pública. En efecto, la Ley 975 de 2005 reconoce los derechos a 

la verdad, la justicia, la reparación y debido proceso de las víctimas conforme 

al artículo 4º, pero en la interpretación de víctima del artículo 5º se indica que 

es víctima para efectos de esta Ley la persona que individual o colectivamen-

te “ha sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes 

que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (vi-

sual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de 

sus derechos fundamentales”, y agrega que deben ser consecuencia de la 

transgresión de las normas penales realizadas por grupos al armados al 

margen de la Ley.  

 

En ese sentido, no se hace mención alguna a la violación de las normas del 

Derecho Internacional Humanitario o el Derecho Internacional de los Dere-

chos Humanos como factor requerido para la configuración de la calidad de 

víctima. Así mismo, indica que son víctimas los miembros de la Fuerza Públi-

ca que han sufrido lesiones transitorias o permanentes que han producido 

discapacidad física, psíquica y/o sensorial, o menoscabo de los derechos 

fundamentales como resultado de las acciones de algún miembro de grupo 

armado organizado al margen de la Ley. Se incluyeron además como vícti-

mas el cónyuge, compañero(a) permanente y familiares de primer grado de 

consanguinidad de los miembros de la fuerza pública que han perdido la vi-

da. 
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De acuerdo a Mejía (2017) esta etapa de la indiferencia se caracteriza por un 

desconocimiento de los estándares de justicia transicional, y por ello, no se 

ven perfectamente reflejados y desarrollados dentro de la norma. Así mismo, 

no se reconoce el caso colombiano como conflicto armado no internacional lo 

que conlleva a una inaplicabilidad del Derecho Internacional, y esa medida, 

el miembro de la fuerza pública asesinado o desaparecido solo es héroe. Así 

mismo expresa otras limitaciones como participación casi nula en los proce-

sos de justicia y paz por parte del afectado, ausencia de estadísticas sobre 

víctimas, escases de investigaciones académicas, precario conocimiento de 

la jurisprudencia nacional, indemnización como reparación y normas presta-

cionales en relación a pensiones de invalidez y otras circunstancias. 

 

La segunda etapa que inicia con la Ley 1448 de 2011 va hasta el año 2015 

en pleno desarrollo de las negociaciones con las FARC y que da como resul-

tado los Acuerdos de La Habana, especialmente, el punto 5º sobre Víctimas. 

A esta etapa la denomina el autor como el despertar de la consciencia. Esta 

etapa se caracteriza por el reconocimiento de multiplicidad de derechos con-

forme al marco internacional de los Derechos Humanos y la aceptación plena 

del miembro de la fuerza pública como víctima del conflicto armado interno. 

Hay un cambio de concepción sobre al caso colombiano y, por tanto, se in-

corporan las infracciones a los Derechos Humanos y el Derecho Internacio-

nal Humanitario como factor determinante de la calidad de víctima. Al interior 

de las Fuerzas Armadas se empieza a trabajar sobre el concepto de víctima 

militar y héroe. En términos de participación, víctimas militares participan en 

los Acuerdos de La Habana y se presentan las primeras capacitaciones so-

bre víctimas militares al interior de las instituciones. Se empieza la labor de 

cuantificar el número de víctimas militares al interior de las instituciones mili-

tares.  
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Por último, Mejía (2017) identifica una tercera etapa que comienza con la 

suscripción de los Acuerdos de La Habana y en la que se genera un desco-

nocimiento restringido de la condición de la víctima militar y policial. Se ca-

racteriza esta etapa por la discusión de la calidad de víctima de los miembros 

de la Fuerza Pública, en especial, los criterios sobre la manera de determinar 

dicha condición. Así mismo, se empiezan procesos de caracterización de las 

víctimas de la fuerza pública y se genera un debate sobre la existencia o no 

de un régimen especial de indemnización aplicable a estas víctimas. 

 

En esta misma tercera etapa, se deberán considerar los últimos desarrollos 

de la Justicia Especial para la Paz -JEP- en materia de víctimas y que permi-

ten ilustrar el tema tratado en el marco de la justicia transicional. El Caso 001 

denominado ‘Retención ilegal de personas por parte de las ‘FARC-EP’3, ha 

permitido el reconocimiento de diferentes militares como víctimas del conflic-

to armado. En el Auto 079 de 2018, se reconocen los primeros 20 militares y 

sus familiares como víctimas, y los cuales, tienen derecho a la verdad, la jus-

ticia, la reparación del daño y las garantías de no repetición  

 

En Auto del 24 de septiembre de 2019, la JEP acredita como víctimas a un 

conjunto de personas dentro del Caso 0001, y dentro de este grupo, se en-

cuentran algunos miembros de la Fuerza Pública que fueron tomados como 

rehenes. En las consideraciones de este Auto, hay tres aspectos relevantes 

que deben ser señalados. Primero, la necesidad de que las víctimas partici-

pen de manera efectiva dentro del proceso de justicia transicional adelantan-

do ante la Jurisdicción Especial para la Paz -principio de participación efecti-

va de las víctimas-, y con observancia de “los estándares nacionales e inter-

nacionales sobre garantías procesales, sustanciales, probatorias, acceso a 

un recurso judicial efectivo y demás derechos aplicables”.  

 

                                                
3 Producto del Auto No 002 del 4 de julio de 2018 de la Sala de Reconocimiento de Verdad, 
de Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas.  
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Segundo, se enfatiza en los derechos de todas las víctimas a la verdad, la 

justicia, la reparación y las garantías de no repetición, sin exclusión: “[…] pa-

ra tal fin, las víctimas con interés directo y legítimo en las conductas que se 

analicen en la JEP tendrán derecho a ser reconocidas como víctimas dentro 

del proceso judicial que se adelante”. 

 

Tercero, se hace referencia a la pluralidad de definiciones sobre víctimas 

dentro de la normatividad y los tratados de derecho internacional, y en esa 

medida, se adopta el concepto de los ‘Principios y directrices básicos sobre 

el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas interna-

cionales de Derechos Humanos y de violaciones graves del Derecho Interna-

cional Humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones’4. De igual 

manera, se resalta el carácter amplio y extensivo del concepto de víctima, el 

cual puede ser más amplio en los casos de homicidio, tortura y desaparición 

forzada. 

 

Ahora bien, para establecer el cumplimiento de los requisitos, la JEP valora 

documentación relacionada con los criterios del artículo 3º de la Ley 1922 de 

2018. Estos son: 1. Manifestar la voluntad de ser acreditado como víctima del 

Caso 001, 2. Aportar prueba sumaria de la condición de víctima directa e in-

directa, y 3. Presentar un relato de las razones por las que se considera víc-

tima, época y lugar de los hechos. En el análisis de los variados casos del 

Auto del 24 de septiembre de 2019, la JEP se detiene de manera particular 

en la prueba sumaria que acredite a la persona como víctima. Consideran 

como prueba sumaria variados tipos de prueba como la noticia criminal ex-

                                                
4 De acuerdo a este instrumento internacional, es víctima “toda persona que haya sufrido 
daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emo-
cional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación manifiesta de las nor-
mas internacionales de Derechos Humanos o una violación grave del Derecho Internacional 
Humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho interno, el término ‘víc-
tima’ también comprenderá a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima direc-
ta y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas 
en peligro o para impedir la victimización”. 
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pedida por la Fiscalía, informes forenses, la inclusión dentro de algún registro 

de víctimas (por ejemplo, Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 

Forzosamente o certificado de la UARIV), testimonios, constancia de proce-

sos de investigación y judicialización, entre otros. 

 

Ahora bien, resulta oportuno revisar la Resolución SAI-AOI-D-003-2020 de la 

Sala de Amnistía o Indulto de la JEP. En esta resolución, se concede amnis-

tía a la ex integrante de las FARC, Marilú Ramírez Baquero alias ‘Mata Hari’, 

la cual había sido condenada a 314 meses por la justicia ordinaria. Dentro de 

los delitos cometidos, se encuentra el haberse infiltrado como militar, entre-

gar información a las FARC y facilitar la realización de un atentado con carro 

bomba en la Escuela Superior de Guerra de Bogotá. Como resultado de ello, 

14 militares y 18 civiles resultaron lesionados. A su vez, esta resolución se 

niega la condición de víctimas a estos militares. ¿Cómo se llegó a esta deci-

sión? 

 

La Sala identificó como problemas jurídicos: 1. ¿Era la Escuela Superior de 

Guerra un objetivo militar? y 2. ¿Las FRAC aplicaron los principios de distin-

ción, proporcionalidad y precaucación? Para resolver ambos problemas, los 

magistrados recibieron los conceptos de dos amicus curiae, expertos en el 

campo del Derecho Internacional Humanitario y la Procuraduría General de 

la Nación. Los Magistrados se inclinaron por el concepto de uno de los 

amicus curiae, el suizo Michael Duttwiler, y por tanto, declaró que la Escuela 

Superior de Guerra era un objetivo militar, ya que “podía obtenerse una ven-

taja militar y que el carro bomba no es un ataque indiscriminado, no se con-

sidera un arma trampa y no constituye un crimen de guerra per se” (Boada, 

2020). En otras palabras, como el carro bomba se dirigía a un objetivo militar 

válido con el cual se podía obtener una ventaja, y no se encontraba prohibido 

por el DIH por cuanto tenía temporizador y podía ser dirigido a su objetivo: 

 



 

77 

“Los daños sufridos por el personal militar afectado no son pro-

ducto de una violación al ordenamiento aplicable. La Sala en-

cuentra que la Escuela Superior de Guerra y los militares que 

resultaron lesionados en la acción a la que se refiere este trámite 

no ostentan la calidad de víctimas. Sin embargo, la Sala no des-

conoce su interés legítimo en esta actuación y como tal seguirá 

considerándolos como intervinientes”. 

 

Así mismo, la Sala de Amnistía o Indulto encontró que el ataque no violaba 

los principios de distinción, precaución y proporcionalidad. El principio de dis-

tinción prohíbe que los ataques sean dirigidos a la población civil, y para la 

Sala, el ataque estaba dirigido a altos oficiales encargados de dirigir opera-

ciones militares, aunque se dictaran cursos a civiles en la Escuela Superior 

de Guerra. El hecho que se desarrollara el Curso de Estado Mayor con un 

alto número de oficiales militares a esa hora, muestra que el ataque tuviese 

un objetivo militar, conforme a la Sala. Respecto del principio de precaución, 

el cual implica que en el ataque se tomen las medidas posibles a fin de limi-

tar los efectos sobre los civiles y sus bienes, la Sala consideró que el carro 

bomba fue ubicado en un lugar donde se encontraban militares, aunque sa-

bían de la presencia de civiles en las instalaciones. Por último, consideró que 

se trataba de un ataque proporcional y no excesivo, en la medida que atacó 

a 218 militares, buscaba vulnerar la inteligencia del Estado y los civiles heri-

dos solo tuvieron daños físicos menores. 

 

Sin embargo, la postura que se tiene dentro de esta tesis es que el carro 

bomba fue un ataque indiscriminado en el sentido que no podía ser dirigido 

con precisión a un objetivo militar, lo cual se evidencia en que la mayoría de 

sus víctimas fueron civiles. Así mismo, en que éste artefacto podía salirse de 

control y activarse en una zona urbana que no es objetivo militar, violándose 

el principio de distinción.  
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Los pronunciamientos de la Jurisdicción Especial para la Paz, sin duda, per-

mitirán el desarrollo de nuevas posturas y lineamientos en cuanto a la condi-

ción de víctimas del conflicto armado de los militares, convirtiéndose en una 

nueva etapa a las ya descritas por Mejía (2017). Pese a la decisión analizada 

(‘Mata Hari’), la concepción de soldado ciudadano y las normas de carácter 

internacional explica que hay una transformación en la comprensión de los 

militares frente a los Derechos Humanos y las libertades fundamentales (Me-

jía, 2016, p. 176), entre otras cosas destaca: 

 

- Antes de ser servidor público, los militares son seres humanos. 

- Son personas naturales y por tanto sujetos de derechos, libertades y 

garantías con las respectivas limitaciones que se expresen en la 

Constitución y la Ley. 

- La dignidad humana se puede afectar con ocasión de su trabajo y vul-

nerarse determinados derechos, libertades y garantías reconocidas. 

- La dignidad humana que se predica de los militares no puede verse 

afectada o limitada por la naturaleza de su trabajo y el tipo de activi-

dad que ejecuta en relación con sus funciones. 

- El militar que es afectado en sus bienes jurídicos debe contar con re-

cursos y medios tal cual como se dispone en las normas de carácter 

internacional. En estos se incluye el resarcimiento a los daños causa-

dos pues se considera víctima. 

- El militar puede tener la calidad de víctima desde la perspectiva de los 

Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 

- La dignidad humana de los militares no se puede desconocer, aunque 

en la realidad se presenten casos donde los perpetradores de graves 

violaciones a los Derechos Humanos son los mismos miembros de las 

Fuerzas Armadas. 

 

Por su parte, Chaíb (2014) expresa que los miembros de las Fuerzas Milita-

res son seres humanos y deben ser tratados como tal bajo los principios del 
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Derecho Internacional de igualdad y no discriminación. Añade que estos go-

zan de especial protección y que son susceptibles de adquirir la calidad de 

víctima cuando sufren daños como producto de graves violaciones a los De-

rechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario: “No se debe des-

conocer, que así ellos hagan parte de la institución del Estado, su figura co-

mo agentes estatales se separa de éste ámbito y pasa a regir su individuali-

dad como persona que hace parte de la sociedad”. 

 

 

2.5. Consideraciones finales 
 

El origen del derecho convencional en torno a la guerra, es decir, las reglas 

aplicables a esa forma de violencia institucionalizada, tiene su origen en los 

Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales en la segunda mitad del 

siglo XX. Incluso, hay reglas aplicables en contextos posteriores a la guerra - 

just post bellum-, las cuales se orientan a la pacificación, la reconciliación y la 

justicia transicional. La finalidad de este marco normativo de orden interna-

cional es la protección de los no combatientes (civiles), los combatientes y 

aquellos que en determinadas circunstancias ya no pueden seguir partici-

pando como miembro de uno de los grupos en enfrentamiento (por lo que 

pasar a ser no combatientes). 

 

El paso del derecho consuetudinario de la guerra al derecho convencional de 

la guerra, significó un gran avance en la protección de los civiles y los mis-

mos combatientes. El principio de distinción y su desarrollo dentro de la juris-

prudencia de la Corte Constitucional, permite la estructuración progresiva de 

los derechos y las garantías de los civiles y combatientes dentro de los esce-

narios de los conflictos armados. Entonces, de forma gradual, los instrumen-

tos internacionales tanto de los DDHH como del DIH, han venido afianzando 

la idea de que el combatiente es un sujeto de derechos, y por tanto, un indi-
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viduo con posibilidades de ser considerado víctima en el marco de los con-

flictos armados internacionales y no internacionales.  

 

Además de los Convenios de Ginebra, se encuentran otros instrumentos in-

ternacionales que sirven de fundamento jurídico en el reconocimiento de la 

calidad de víctimas de los miembros de las Fuerzas Militares. Por ejemplo, 

los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de viola-

ciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 

violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recur-

sos y obtener reparaciones de las Naciones Unidas, los cuales se interpretan 

de manera coordinada e integral con otros instrumentos de naturaleza gene-

ral como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Inter-

nacional de los Derechos Civiles y Políticos, y la Convención Americana de 

Derechos Humanos. 

 

El análisis de este amplio marco normativo, ha llevado a la configuración del 

enfoque ‘Ciudadano en uniforme’, el cual permite fundamentar la idea de que 

el miembro de las Fuerzas Militares, goza de los derechos humanos al igual 

que cualquier civil, y que en determinadas situaciones puede ser considerado 

víctima. Entonces, al obtener la calidad de víctima, cualquier combatiente 

debe gozar de los derechos contemplados en el sistema internacional de los 

Derechos Humanos: verdad, justicia, reparación y acciones de no repetición. 

 

El marco normativo interno que reglamenta el tema de las víctimas en Co-

lombia tiene un desarrollo superior a los 20 años, y de manera gradual, se ha 

venido reconociendo la calidad de víctima a los miembros de las Fuerzas 

Militares cuando estos han sufrido daños por graves violaciones a los DDHH 

y al DIH. En otras palabras, el ordenamiento jurídico se ha venido ampliando 

de forma progresiva a fin de dar cumplimiento a las normas del Derecho In-

ternacional relacionadas con las víctimas y con fundamento en el bloque de 

constitucionalidad que tiene su origen en el artículo 93 Superior.  
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Sin embargo, no ha sido fácil llegar al nivel de protección que se tiene hoy. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han ju-

gado un papel fundamental en todo este proceso. Por ejemplo, se ha logrado 

superar la discusión relacionada sobre la calidad de víctima de los miembros 

de las Fuerzas Militares, y en muchos casos, se ha logrado la indemnización 

por vía judicial de combatientes por los daños sufridos en el marco del con-

flicto armado.  

 

El capítulo desarrollo permite señalar que existen lineamientos sobre los de-

rechos de las víctimas militares y que hay un significativo avance en el cum-

plimiento de los estándares internacionales. Sin embargo, aún resulta nece-

sario hacer un acercamiento a la indemnización de las víctimas militares, el 

cual será objeto del siguiente capítulo. 
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3. CAPÍTULO III 
PERSPECTIVAS Y TENSIONES EN TORNO A LA REPARACIÓN INTE-

GRAL DE LAS VÍCTIMAS MILITARES DEL CONFLICTO ARMADO 
 
 

3.1. La reparación integral de las víctimas  
 

La Ley 1448 de 2011 en su artículo 25 detalla los elementos generales rela-

cionados con la reparación integral de las víctimas en Colombia. A partir de 

esta Ley la reparación integral se entiende como un derecho fundamental 

que al otorgarse debe aplicarse de una manera adecuada, efectiva, trans-

formadora y diferenciada. Del mismo modo, se infiere que la reparación inte-

gral de las víctimas es una respuesta al daño desproporcional e injusto sufri-

do, pues el Estado es garante del bienestar de la población y al omitir sus 

deberes de protección frente a los Derechos Humanos, se configura su res-

ponsabilidad internacional. Por otro lado, implica que la reparación debe con-

siderar las particularidades del hecho victimizante como las características 

socio-demográficas de los individuos a las que se dirige la reparación. Basta 

con hacer una lectura del artículo 69 para demostrar algunas de las peculia-

ridades de la reparación integral en Colombia: 

 

“Las víctimas de que trata esta ley, tienen derecho a obtener las 

medidas de reparación que propendan por la restitución, indem-

nización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición 

en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y sim-

bólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor 

de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y 

las características del hecho victimizante”. 
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El artículo transcrito muestra los componentes de la reparación integral: “res-

titución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repeti-

ción”. También señala que todas estas medidas o componentes deben con-

siderar las dimensiones propias de las víctimas como seres humanos y seres 

sociales, entre estas, las dimensiones “individual, colectiva, material, moral y 

simbólica”. Los componentes de la reparación integral incorporadas dentro 

de la Ley 1448 de 2011 se encuentran acorde con los estándares internacio-

nales y la jurisprudencia internacional relacionada con la materia: “El Estado 

colombiano, en ejercicio de su autonomía en la situación de transición que 

vive, se ha ajustado a estándares internacionales que salvaguardan los de-

rechos humanos, lo que implica un avance en esta materia […]” (Arce y Mo-

reno, 2013, p. 76). Obsérvese la tabla 1 de este documento donde se sinteti-

zan las medidas de reparación reconocidas en los Principios y directrices 

básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 

derecho internacional humanitario de las Naciones Unidas (2005). 

 

Más adelante en el titulo VI de la Ley citada se describen las medidas o 

componentes de la reparación integral. Las medidas de restitución se en-

cuentran divididas en tres tipos: tierras, viviendas y apoyo a la forma-

ción/generación de empleo. Este componente no sólo busca devolver a las 

personas que han perdido sus tierras y viviendas como producto del conflicto 

armado, sino brindar además herramientas suficientes para que puedan vol-

ver a sus lugares de origen con un proceso de transición adecuado vinculado 

a la productividad y con posibilidades de restaurar los tejidos sociales y las 

relaciones que se han quebrado con el abandono o el despojo. 

 

Las medidas de rehabilitación se relacionan con los programas y acciones de 

apoyo jurídico, médico, social, psicológico, entre otros, y buscan que las 

condiciones físicas y psicosociales sean restablecidas. Con este componente 

se pretende mitigar el efecto devastador sobre la dimensión física, social, 
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emocional y mental de la persona, y con ello facilitar el ejercicio de sus dere-

chos fundamentales. Las medidas de satisfacción tienden al reconocimiento 

de la verdad y la dignidad de las víctimas, y por ello, se ubican dentro del 

terreno de lo simbólico con el objetivo de aminorar el dolor y el sufrimiento. 

Se trata de un reconocimiento público de las víctimas como seres humanos 

sujetos de derecho, los hechos que ocurrieron y la verdad sobre los mismos. 

Dentro de este componente se encuentran medidas como publicaciones, 

monumentos, actos de conmemoración, homenajes, búsqueda de desapare-

cidos, actos de aceptación de la responsabilidad, investigaciones, juzgamien-

tos. 

 

Las medidas de no repetición abarcan todas las acciones para la mitigación 

de los riesgos que conlleven a nuevas vulneraciones a los derechos funda-

mentales, es decir, nuevos hechos victimizantes. Muchas de las víctimas del 

conflicto armado han sufrido graves violaciones a los derechos humanos por 

largos periodos, y en muchos casos, han sido re-victimizados con nuevos 

hechos victimizantes. La injusta y desproporcional violación sistemática a sus 

derechos buscan ser frenados a través de las medidas de no repetición, y 

estas incluyen acciones de protección y seguridad personal, desmovilización 

de grupos armados, verificación de hechos, aplicación de las sanciones puni-

tivas a los responsables, entre otras. 

 

Ahora bien, resulta fundamental hacer un análisis un poco más preciso a las 

medidas de indemnización, pues estas se relacionan de manera directa con 

el objeto de estudio de esta investigación. Las medidas de indemnización 

son los montos de dinero o los valores pecuniarios que se pagan por el daño 

producido sobre la víctima. La indemnización se encuentra ya fija en salarios 

mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV) y puede llegar a 100 SMMLV 

en los casos que se decida acceder a través de la vía judicial. Hay dos ma-

neras de acceder a este tipo de medida, por un lado, la vía administrativa, la 

cual es por ministerio de la Ley, y por otro lado, la vía judicial en la que se 
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busca la declaración de responsabilidad del Estado a través de un litigio y en 

donde los valores o montos por hecho victimizante es superior a la anterior 

modalidad. Valga señalar que los montos de indemnización vía administrati-

va y lo resuelto por vía judicial no son homogéneos. 

 

Respecto a la vía administrativa de indemnización, González (2013) señala: 

 

“La reparación por vía administrativa es un componente de la re-

paración integral cuyo objetivo es la compensación material de 

daños ocasionados por infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o graves violaciones a los Derechos Humanos en el 

marco del conflicto armado interno, constituyéndose en una serie 

de medidas principalmente de carácter económico (aunque no 

exclusivo) que se fija en montos de salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (SMLMV) al momento del pago. Cifras que 

deben ser pagadas por el Estado a la víctima de acuerdo al da-

ño" (p. 1). 

 

Por su parte, la Corte Constitucional describe la vía judicial para acceder a la 

indemnización en los siguientes términos: 

 

“La reparación en sede judicial hace énfasis en el otorgamiento 

de justicia a personas individualmente consideradas, examinan-

do caso por caso las violaciones. En esta vía se encuentra arti-

culada la investigación y sanción de los responsables, la verdad 

en cuanto al esclarecimiento del delito, y las medidas reparato-

rias de restitución, compensación y rehabilitación de la víctima. 

Propia de este tipo de reparación judicial, es la búsqueda de la 

reparación plena del daño antijurídico causado a la víctima. La 

vía judicial puede adelantarse ya sea a través del incidente de 

reparación dentro del proceso penal adelantado contra el res-
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ponsable del delito o ante la jurisdicción contencioso administra-

tiva a través de la acción de reparación directa”. (Corte Constitu-

cional, 2016, 7 de abril. Sentencia C-161) 

 
Y respecto de la indemnización en sede administrativa, la Corte Constitucio-

nal expresa: 

 

“[…] propia de contextos de justicia transicional, se adelanta a 

través de programas de carácter masivo, con los cuales se bus-

ca reparar a una gran cantidad de víctimas, atendiendo a crite-

rios de equidad. En este ámbito, si bien se pretende una repara-

ción integral, en cuanto comprende diferentes componentes o 

medidas de reparación, no es probable lograr una reparación 

plena del daño para cada víctima, ya que, a diferencia de la vía 

judicial, es difícil determinar con exactitud la dimensión, propor-

ción o cuantía del daño sufrido” (Corte Constitucional, 2016, 7 de 

abril, Sentencia C-161). 

 

En la tabla 2 se muestra que a través de la vía administrativa los montos de 

indemnización son más bajos que la vía judicial.  

 

Tabla 3. Montos de las indemnizaciones para las víctimas vía administrativa 

y vía judicial 

Hecho victimizante Indemnización vía adminis-
trativa (en SMMLV) 

Indemnización vía 
judicial (en SMMLV) 

Homicidio 40 100 

Desaparición Forzada 40 100 

Tortura, tratos crueles 30 60 

Secuestro 40 60 
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Delitos contra la libertad e 
integridad sexual y repro-

ductiva 

30 60 

Reclutamiento ilegal de 
menores 

30 60 

Lesiones que causaron 
incapacidad 

40 100 

Minas ---- 100 

Desplazamiento forzado  17-27 30 

 
 

Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas (2016). 

Decreto 1084 de 2015 y Expediente No. 28.832 del 28 de agosto de 2014 del 

Consejo de Estado. 

 

El homicidio, la desaparición forzada, el secuestro y las lesiones que causan 

incapacidad llegan hasta los 40 SMMLV. Por otro lado, estos mismos hechos 

victimizantes llegan a 100 SMMLV a través de la vía judicial. Antes de la Ley 

1448 de 2011, la indemnización por vía administrativa estuvo regulada por el 

Decreto 1290 de 2008 (Gobierno Nacional, 2008, 22 de abril) y el artículo 4º 

señalaba que eran medidas de reparación administrativas “la indemnización 

solidaria, la restitución, la rehabilitación, las medidas de satisfacción y las 

garantías de no repetición de las conductas delictivas”. Por otro lado, el ar-

tículo 5º refiriéndose a la indemnización solidaria definía los montos por tipo 

de violación así: 

 

- Homicidio, Desaparición Forzada y Secuestro: Cuarenta (40) SMMLV. 

- Lesiones Personales y Psicológicas que Produzcan Incapacidad Per-

manente: Hasta cuarenta (40) SMMLV. 

- Lesiones Personales y Psicológicas que no causen Incapacidad Per-

manente: Hasta treinta (30) SMMLV. 

- Delitos contra la Libertad e Integridad Sexual: Treinta (30) SMMLV. 
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- Reclutamiento Ilegal de Menores: Treinta (30) SMMLV. 

- Desplazamiento Forzado: Hasta veintisiete (27) SMMLV. 

 

Como se observa, los montos resultaban similares a los definidos en la ac-

tualidad en el marco de la Ley 1448 de 2011, a diferencia del desplazamiento 

forzado que en el Decreto 1290 de 2008 aumentaba en 5 SMMLV y en las 

lesiones que causan incapacidad que en la Ley de Victimas no se encuentra 

divida según el tipo de incapacidad (permanente o temporal). Aun así, en su 

momento la Corte Constitucional en el 2009 expresó que la reparación por 

vía administrativa resultaba un avance precario para el goce efectivo de los 

derechos de la población en situación de desplazamiento (Corte Constitucio-

nal, 2009, 26 de enero). Para regular la indemnización administrativa en el 

marco de la Ley 1448 de 2011, se expidió el Decreto 4800 de 2011 (Go-

bierno Nacional, 2011, 20 de diciembre) derogándose el Decreto 1290 de 

2008. Conforme al artículo 149 del Decreto 4800, los montos de la indemni-

zación por vía administrativa son los siguientes: 

 

- Homicidio, desaparición forzada y secuestro: Hasta cuarenta (40) 

SMMLV. 

- Lesiones que produzcan incapacidad permanente: Hasta cuarenta 

(40) SMMLV. 

- Lesiones que no causen incapacidad permanente: Hasta treinta (30) 

SMMLV. 

- Tortura o tratos inhumanos y degradantes: Hasta treinta (30) SMMLV. 

- Delitos contra la libertad e integridad sexual: Hasta treinta (30) 

SMMLV. 

- Reclutamiento forzado de menores: Hasta treinta (30) SMMLV. 

- Desplazamiento forzado: Hasta 17 SMMLV. 

 

Conforme a lo anterior, el monto de indemnización por desplazamiento for-

zado disminuyó 10 SMMLV respecto del Decreto 1290 de 2008. Frente a es-
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to, la Corte Constitucional indicó en su sentencia SU-254 de 2013 (Corte 

Constitucional, 2013, 24 de abril) que se debía considerar el momento de 

solicitud de la indemnización, pues las personas que la solicitaron en el mar-

co de la norma anterior, es decir, el Decreto 1290 de 2008 debían recibir el 

monto de 27 SMMLV, y aquellas que lo hicieran una vez expedida la Ley 

1448 de 2011 se debía aplicar el Decreto 4800 de 2011. 

 

Por último, se debe aclarar que si bien algunas sentencias del Consejo de 

Estado intentaron fijar montos por hechos victimizantes según grado de con-

sanguinidad del demandante; no obstante, ello no ha sido una posición paci-

fica ni mayoritaria del máximo tribunal, por lo que no es posible concluir que 

se trata de una línea jurisprudencial. En efecto, hay una sentencia de unifica-

ción (Consejo de Estado, 2014, 28 de agosto), pero las decisiones por los 

daños en sede de lo contencioso administrativo, exige la revisión de caso por 

caso conforme al acervo probatorio debidamente allegado al proceso y anali-

zados bajo el prisma de la sana crítica. 

 

3.2. Reparación integral, indemnización/reparación y víctimas milita-
res 

 

El artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 en su parágrafo 1º describe que los 

miembros de la Fuerza Pública víctimas del conflicto armado interno tienen 

derecho a las medidas de satisfacción y garantías de no repetición, pero la 

reparación indemnización se hará conforme al régimen especial aplicable. 

Conforme al análisis realizado en esta investigación por la autora, se entien-

de que hay una reparación integral pero incompleta, y por tanto, surge para 

la investigadora la pregunta si lo dispuesto en el régimen especial permite 

una verdadera indemnización económica como producto del daño ocasiona-

do.  
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Valga señalar que la Corte Constitucional (2017, 13 de febrero) en su sen-

tencia T-083 ha expresado en torno a la reparación integral que la misma “es 

una obligación del Estado, cuya finalidad es devolver a la víctima al estado 

en el que se encontraba con anterioridad al hecho que originó tal condición”, 

y por tanto, solo basta que se configure un hecho victimizante para que se 

origine el derecho a la reparación integral en favor de la víctima de acuerdo a 

los estándares nacionales e internacionales.  

 

Así mismo, indica que la manera de devolver a la víctima al estado en que se 

encontraba es a través de las medidas de restitución, indemnización, rehabi-

litación, satisfacción y garantías de no repetición. Por tanto, la indemnización 

juega un papel clave en la reparación integral y su fundamento se encuentra 

en los estándares internacionales sobre Derechos Humanos. En la misma 

sentencia citada, la Corte Constitucional expresa: “[La indemnización] deberá 

ser reconocida a las víctimas de conformidad con los principios de progresi-

vidad, igualdad, gradualidad y enfoque diferencial. En esa medida, le corres-

ponde verificar las condiciones de la persona que hace la solicitud para de-

terminar si puede ser objeto o no de priorización”.  

 

En la sentencia C-161 de 2016 de la Honorable Corte Constitucional (2016, 7 

de abril), este tribunal encontró a través de la aplicación del test integrado de 

igualdad, que la diferencia entre víctimas civiles y víctimas militares, era ra-

zonable. Para la Corte, esta diferencia se materializaba en: 1) la articulación 

con las normas de la Ley 1448 de 2011 con otros instrumentos y mecanis-

mos particulares de los miembros de la Fuerza Pública, 2) la racionalización 

de los recursos en materia de reparación económica para las víctimas del 

conflicto armado -a fin de lograr una mayor sostenibilidad-, y 3) la respuesta 

reiterada y diferenciada que debe tener el Estado frente a los miembros de la 

Fuerza Pública con ocasión del alto riesgo de sus actividades. Así mismo, 

expresa la Corte en esta sentencia: 
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“Armonizando estas finalidades puede afirmarse que mediante el 

tratamiento diferenciado que es objeto de análisis se pretende, 

por un lado, reafirmar la garantía de reparación económica que 

ampara a los miembros de la Fuerza Pública en el marco de sus 

respectivos sistemas prestacionales, y de otra, optimizar las po-

sibilidades de resarcimiento para las víctimas que no tienen cu-

bierto el riesgo derivado el conflicto armado”.   

 

Esto permite señalar que para la Corte, debe existir un tratamiento diferen-

ciado entre la sociedad civil y los miembros de la Fuerza Pública en materia 

de reparación, aunque no todos los puntos de vista y posturas son iguales 

como se verá más adelante. Lo importante desde la perspectiva de la inves-

tigadora de este estudio es reconocer que cada caso en donde la víctima es 

un miembro de la Fuerza Pública, merece un análisis particular para recono-

cer el posible acceso a una indemnización económica en iguales condiciones 

que un civil. Por brindar un par de ejemplos, la situación de un militar cons-

cripto y otro voluntario, o el militar que está en campo de batalla y es objetivo 

militar, y aquel que se encuentra realizando tareas administrativas en depen-

dencias de la institución. 

 

En esta sentencia citada (C-161 de 2016), los representantes de la Universi-

dad Santo Tomas dieron su aporte y concepto en torno a la demanda. Sos-

tienen que en el pasado los miembros de la fuerza pública no eran conside-

rados víctimas, y por el contrario, sólo se reconocía su papel como sujeto 

activo del conflicto armado. Pero dado el avance jurisprudencial en el ámbito 

internacional, y el énfasis de la dignidad humana y los principios de igualdad 

y no discriminación que cimientan los Derechos Humanos, ha producido un 

cambio de visión, una transformación del enfoque que conlleva a una protec-

ción efectiva y en igualdad de condiciones de los miembros de las fuerzas 

militares.  
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Como bien se ha detallado en este trabajo, la concepción de soldado ciuda-

dano no resulta caprichosa y es argumento para considerar a los policías y 

militares como víctimas del conflicto armado cuando reúnen las particularida-

des exigidas por la Ley 1448 de 2011 o las definiciones elaboradas dentro de 

los instrumentos internacionales. Para los intervinientes de la Universidad 

Santo Tomas, la exclusión de los miembros de las fuerzas armadas del com-

ponente de indemnización de la reparación integral resulta “parcialmente in-

constitucional, puesto que impiden a los miembros de la fuerza pública que 

detenten la calidad de víctimas acceder a una reparación conforme a los cri-

terios de la Ley 1448 de 2011”. 

  
De esta manera, se debería considerar un régimen especial de indemniza-

ción a los miembros de las Fuerzas Armadas, pues si bien la labor de los mi-

litares se enmarca en un riesgo conforme a las características de las funcio-

nes que desempeñan, lo cierto es que un contexto de conflicto armado au-

menta el riesgo en una medida desproporcionada por lo que no resulta justo 

aplicar el régimen especial de naturaleza laboral cuando las condiciones a 

través de las cuales se ha causado el daño tienen un origen especial, esto 

es, en un fenómeno que es regulado por el marco internacional de los Dere-

chos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. Así mismo, la digni-

dad humana profesada para todos los hombres y mujeres sin trato discrimi-

natorio permite inferir que los militares merecen ser reconocidas como posi-

bles víctimas de los conflictos armados, pero que al limitar los componentes 

o elementos que estructuran la reparación integral (por ejemplo, la indemni-

zación), se vulnera este derecho. 

 

A los miembros de la Fuerza Pública como régimen especial se aplica el De-

creto 1211 de 1990 (Gobierno Nacional, 1990, 8 de junio) y el Decreto 1796 

de 2000 (Gobierno Nacional, 2000, 14 de septiembre). En el primero se re-

forma el estatuto de personal de las Fuerzas Militares y se especifican las 

condiciones salariales y prestaciones sociales aplicables. Dentro de estas, se 
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encuentran diferentes primas se servicio (de actividad, de servicio anual, de 

orden público, de servicio, de vacaciones, de especialista, de Estado Mayor, 

de cuerpo administrativo, y de navidad). Así mismo, contempla prestaciones 

muerte en actividad bien sea en combate, misión de servicio o en actividad. 

En la tabla 3 se específica las prestaciones por cada tipo de muerte de los 

miembros de las Fuerzas Militares, las cuales son calculadas considerando 

las partidas establecidas en el artículo 158 del Decreto 1211 de 1990: 

 

- “Sueldo básico 

- Prima de actividad.  

- Prima de antigüedad. 

- Prima de Estado Mayor.  

- Duodécima parte de la prima de Navidad.  

- Prima de vuelo  

- Gastos de representación para Oficiales Generales o de Insignia. 

- Subsidio familiar”. 

 

Tabla 4. Prestaciones según tipo de muerte en actividad para oficiales y sub-

oficiales de las Fuerzas Militares 

Prestaciones 

Muerte en combate (art. 189) Muerte en misión de servi-
cio 

Muerte simplemente en 
actividad 

Compensación equivalente a 
cuatro (4) años de los habe-
res correspondientes al grado 
conferido al causante, to-
mando como base las parti-
das señaladas en el artículo 
158 de este Decreto. 

Compensación equivalente 
a tres (3) años de los habe-
res correspondientes al 
grado del causante, toman-
do como base las partidas 
señaladas en el artículo 158 
de este Estatuto. 

Compensación equivalente 
a dos (2) años de los habe-
res correspondientes al 
grado del causante, toman-
do como base las partidas 
señaladas en el artículo 158 
del presente Estatuto. 

Al pago doble de la cesantía 
por el tiempo servido por el 
causante 

Al pago doble de la cesantía 
por el tiempo servido por el 
causante. 

Al pago de la cesantía por 
el tiempo de servicio del 
causante. 
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Sí ha cumplido 12 o más 
años en el servicio, el pago 
de una una pensión mensual, 
la cual será liquidada y cu-
bierta en la misma forma de 
la asignación de retiro, de 
acuerdo con el grado y tiem-
po de servicio del causante. 

Sí ha cumplido 12 o más 
años en el servicio, el pago 
de una pensión mensual, la 
cual ser liquidada y cubierta 
en la misma forma de la 
asignación de retiro, de 
acuerdo con el grado y 
tiempo de servicio del cau-
sante. 

Sí ha cumplido 15 o más 
años en el servicio, el pago 
de una pensión mensual, la 
cual será liquidada y cubier-
ta en la misma forma de la 
asignación de retiro, de 
acuerdo con el grado y 
tiempo de servicio del cau-
sante. 

Si no ha cumplido 12 años en 
el servicio, el pago de una 
pensión mensual equivalente 
al cincuenta por ciento (50%) 
de las partidas de que trata el 
artículo 158 de este Decreto. 

-------- -------- 

 
 

Fuente: Autora a partir de los artículos 189, 190 y 191 del Decreto 1211 de 

1990. 

 

Ahora bien, el Decreto 1796 de 2000 reglamenta la valoración de la capaci-

dad psicofísica de los miembros de la Fuerza pública, como lo relacionado 

con la disminución de la capacidad laboral, incapacidades, indemnizaciones 

y pensión de invalidez. Para la Corte Constitucional (2016, 7 de abril) se trata 

de normas especiales que consideran elementos particulares de tiempo, mo-

do y lugar para valorar la lesión y calcular las indemnizaciones, por ejemplo, 

que las mismas sean producto de combate lo cual eleva los montos de las 

prestaciones económicas. El máximo Tribunal Constitucional señala que hay 

otras prestaciones en el orden de la salud, la vivienda y otros beneficios que 

conllevan a un trato digno de los miembros de la Fuerza Pública sin diferen-

ciar el origen de los daños. Estima la Corte: 

 

“las indemnizaciones recibidas por los integrantes de la Fuerza 

Pública, […] si bien son de carácter laboral, y por consiguiente 

no derivan de la calidad de víctimas del conflicto armado interno, 

su reconocimiento está asociado al ejercicio de funciones de alto 

riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, lo 
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cual no se opone a que, además en determinados supuestos, se 

reconozca la responsabilidad extracontractual del Estado por 

una falla en el servicio o cuando el funcionario hubiese sido so-

metido a un riesgo excepcional” (Corte Constitucional, 2016, 7 

de abril). 

 

Este análisis constitucional del parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1448 

adoptado por la mayoría de los magistrados de la Corte Constitucional y que 

llevó a declarar la exequibilidad de la norma en cuestión, no resulta del todo 

satisfactoria para aquellos que observan que pueden existir situaciones en 

las que se pueden producir graves y claras violaciones a los Derechos Hu-

manos y el Derecho Internacional Humanitario, y como producto de ello, vul-

nerar de manera desproporcional la integridad y los derechos fundamentales 

de los miembros de la Fuerza Pública. Como bien lo sostiene el Honorable 

Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio en su salvamento de voto de la sen-

tencia C-161 de 2016: 

 

“[…] me refiero a eventos diferentes a los acaecidos “en comba-

te” y a la muerte con ocasión de un enfrentamiento convencio-

nal. Piénsese en el caso en el que un miembro de la fuerza pú-

blica sea objeto de ataque con armas prohibidas por el D.I.H. 

(gases químicos, minas, cilindros, etc.) o cuando no estando en 

servicio activo (no uniformado) sea secuestrado o desapareci-

do”.   

 

Así mismo, resulta igual de valido el argumento desarrollado sobre que no se 

busca con la reparación económica conceder una doble indemnización, sino 

de permitir y garantizar “una reparación integral en caso de tener derecho a 

ella, hecho que es diferente del derecho que tienen a subsidios, prestaciones 

sociales y seguro de vida”. En otras palabras, la exclusión a plenitud de los 

miembros de las Fuerzas Armadas al componente de reparación de la Ley 
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1448 de 2011 puede llevar a que determinados casos se vulnere el derecho 

a la igualdad y el principio de no discriminación, pues lo cierto es que un mili-

tar puede ser víctima del conflicto armado interno en muy variadas situacio-

nes. 

 

Una posible solución a este trato discriminatorio y desigual es el diseño, 

desarrollo e implementación de un régimen especial por parte del legislativo 

o el ejecutivo para el reconocimiento de la indemnización para víctimas mili-

tares del conflicto armado. La necesidad es evidente, pues son más de 220 

mil miembros de las fuerzas armadas las que se registran como víctimas del 

conflicto armado interno. Así mismo, el Derecho Internacional llama a los Es-

tados a que se reconozca un mínimo de derechos y garantías a las víctimas, 

y estas incluyen la indemnización. Aunque existen limitaciones fiscales para 

ello por el significativo número de víctimas en el país, lo cierto es que en mu-

chos casos el origen de los daños excede el riesgo al que voluntariamente se 

han acogido los miembros de las Fuerzas Militares. 

 

Para lo anterior, y conforme a lo analizado a lo largo de la investigación, se 

podría agregar un parágrafo al artículo 37 del Decreto 1796 de 2000 (Go-

bierno Nacional, 2000, 14 de septiembre) en el que se describa que cuando 

el miembro de las Fuerzas Militares sea reconocido como víctima del conflic-

to armado por parte de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de 

las Víctimas (UARIV) como resultado de las graves violaciones a los Dere-

chos Humanos o graves infracciones a las normas del Derecho Internacional 

Humanitario, este tendrá derecho a una indemnización administrativa. Con 

ello, se deberá tener en cuenta que: 

 

- No signifique doble compensación económica. 

- El Decreto 1796 de 2000 se refiere a una compensación por disminu-

ción de la capacidad laboral, lo que no hace referencia a una indemni-

zación del personal militar que inicio su proceso y fue reconocido víc-
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tima ante la Unidad de Víctimas para la Atención y Reparación Integral 

de las Víctimas. 

- Al ser reconocido víctima por parte de la UARIV los Tribunales Médi-

cos Militares y las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas deberían 

perder competencia para fijar el porcentaje que debe ser reconocido 

en relación al hecho victimizante.  

- Para lo anterior, la Ley de Víctimas como el Decreto 1796 de 2000 

debe unificarse en relación a esta circunstancia, es decir, no excluir de 

antemano que los miembros de las fuerzas militares reconocidos co-

mo víctimas no tienen derecho a la indemnización económica. 

 

3.3. Justicia transicional y la reparación integral en el Acto Legislativo 
01 de abril de 2017 

 

El concepto de justicia transicional tiene su origen a finales de los años 80 y 

comienzos de la década de los 90 en el siglo XX. Configura un instrumento, 

mecanismo, modelo y proceso que permite afrontar y dar respuesta a las 

graves violaciones de DDHH y DIH. Se puede señalar diferentes objetivos de 

la justicia transicional: 1. Reconocer y visibilizar a las víctimas, 2. Generar 

iniciativas y estrategias para el logro de la paz y la reconciliación, 3. Poten-

ciar la democracia y el diálogo, y 4. Garantizar los derechos de las víctimas. 

Se pueden señalar otros objetivos de la justicia transicional, conforme a la 

manera en que se diseñe y ejecute, y las necesidades o requerimientos in-

mersos en el contexto. Por ello, la justicia transicional no es una forma espe-

cial de justicia sino una justicia adaptada, pues se debe reconocer un amplio 

marco de estándares internacionales. 

 

Por su parte, Valencia (2007) expresa que la justicia transicional es: 

 

“[…] todo el conjunto de teorías y prácticas derivadas de los pro-

cesos políticos por medio de los cuales las sociedades tratan de 
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ajustar cuentas con un pasado de atrocidad e impunidad, y ha-

cen justicia a las víctimas de dictaduras, guerras civiles y otras 

crisis de amplio espectro o larga duración, con el propósito de 

avanzar o retornar a la normalidad democrática”. 
 

Esto significa que la justicia transicional se encuentra integrada por un con-

junto amplio de teorías, enfoques y prácticas, las cuales son utilizadas en 

procesos de carácter político, entendiendo la política desde su dimensión 

más amplia: capacidad del hombre para auto-organizarse y sobrevivir. En el 

caso de la justicia transicional, la auto-organización está destinada a enfren-

tar las atrocidades y las violaciones a los DDHH, para generar justicia entre 

las víctimas. Los contextos en que pueden surgir las violaciones sistemáticas 

a los DDHH son de muy diversa clase: conflictos armados, dictaduras, gue-

rras civiles, invasiones, persecuciones políticas, entre muchas otras. El obje-

tivo es ofrecer respuesta a las víctimas y garantizar el respeto constitucional 

y legal. 

 

De acuerdo a Van (2008, p. 14) la justicia transicional es un esfuerzo para 

contribuir a la paz y su construcción, pero dicha paz debe ser sostenible, a fin 

de evitar el conflicto y la violencia masiva y sistemática. Entre sus objetivos 

se encuentra enjuiciar a los responsables de las graves violaciones a los 

DDHH, descubrir la verdad de los crímenes, satisfacer a las víctimas median-

te la reparación y facilitar la reconciliación. Y por su parte, Ambos (2007, p. 

26) describe que se trata del más idóneo de los instrumentos jurídicos y polí-

ticos para (1) brindar soluciones a las infracciones a los Derechos Humanos 

y el Derecho Internacional Humanitario, y (2) construir la paz, en el marco de 

las dictaduras o los conflictos armados. 

 

Para Muñoz y Agudelo (2016) la justicia transicional es uno de los diversos 

mecanismos o herramientas con los que cuenta el Estado para generar pro-

cesos abarcadores de transformación con el objetivo de construir la paz y 
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abandonar la violencia. Así mismo, mencionan que es un campo complejo 

que está integrado por la ética, el Derecho Internacional, el Derecho Consti-

tucional y la Ciencia Política. Indican textualmente: “la justicia transicional 

proporciona a las víctimas el reconocimiento de sus derechos, fomentando la 

confianza ciudadana y fortaleciendo el Estado de derecho” (p. 79). 

 

Para la Defensoría del Pueblo (2014, p. 20), la justicia transicional conforma 

un mecanismo flexible de justicia a través de la cual se puede manejar de 

manera responsable y pertinente las violaciones e infracciones de los DDHH 

y el DIH, además de los impactos de tipo individual y colectivo producidos 

por los contextos de conflicto. Además de reparar a las víctimas, se busca 

evitar la impunidad. Para las Naciones Unidas (2004), la justicia transicional 

es una: 

 
[…] justicia adaptada a sociedades que, como la colombiana, entran 

en un proceso de transformación después de un período de violación 

generalizada de los derechos humanos y a gran escala, busca que los 

responsables rindan cuentas de sus actos, se sirva a la justicia y se 

logre la reconciliación. 

 

Algunos elementos particulares que se pueden destacar de la justicia transi-

cional conforme a lo expuesto por el Secretario General de las Naciones 

Unidas: 1. Corresponde a una justicia que se adapta a las sociedades, es 

decir, a las particularidades sociales, políticas, económicas y culturales de un 

grupo humano específico, 2. Es una respuesta a los problemas y limitaciones 

que trae consigo la violación generalizada y sistemática de los DDHH, 3. No 

busca impunidad, pues los responsables deben ser juzgados por sus actos, y 

4. Busca la reconciliación como una forma de evitar nuevas atrocidades. Pa-

ra la Defensoría del Pueblo (2014) goza de flexibilidad y temporalidad, esto 

es, no es igual a la justicia ordinaria vigente y sólo se aplica en un periodo 

determinado. Así mismo, citando la jurisprudencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la De-
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fensoría del Pueblo (2014) describe que se deben cumplir un conjunto de 

principios en el marco de la justicia transicional: “1. Tomar medidas razona-

bles para prevenir violaciones de derechos humanos. 2. Llevar a cabo inves-

tigaciones serias cuando se cometen violaciones. 3. Imponer las sanciones 

adecuadas a los responsables de las violaciones. 4. Garantizar la reparación 

de las víctimas” (p. 20). 

 

De acuerdo a lo anterior, todo proceso de justicia transicional a nivel interna-

cional debe considerar cuatro elementos básicos. El primero, es el conjunto 

de estrategias y acciones destinadas a evitar la violación de los DDHH, lo 

que se podría entender como las garantías de no repetición. El segundo, se 

refiere a adelantar las investigaciones requeridas para esclarecer los hechos 

que envuelven las violaciones a los DDHH y el DIH, y se podría interpretar 

como derecho a la verdad. El tercero, conforma el conjunto de sanciones que 

se deben imponer a los responsables de las graves violaciones, lo que con-

formaría el derecho a la justicia. Y, por último, se debe reparar a las víctimas, 

ya sea de manera individual o colectiva, por los daños ocasionados. Este 

último conforma el derecho a la reparación integral de las víctimas. Como se 

observa, los principios que enmarcan la justicia transicional debe sustentar-

se, principalmente, en las víctimas y sus derechos, pues ninguno de estos se 

les puede vulnerar o excluir del accionar del Estado. 

 

Pero aún sí, con todo lo expuesto en las anteriores líneas, se logra inferir que 

en contextos de justicia transicional las medidas que se adoptan pueden fle-

xibilizarse y adecuarse considerando las particularidades y las características 

de los Estados y las comunidades. En ese sentido, resulta razonable que se 

haga un tratamiento diferencial en términos de reparación a las víctimas mili-

tares de los conflictos armados, pero lo que no resulta admisible es su exclu-

sión de este tipo de medidas pues ello implicaría una violación del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. 
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Como bien lo señala Uprimny y Saffon (2006, p. 175), la verdad, la justicia y 

la reparación son parámetros y estándares internacionales que no se pueden 

eludir e ignorar en los procesos de justicia transicional, y por ello, las víctimas 

representan el foco central de la transición que se desea recorrer. La relación 

entre víctimas y justicia transicional resulta fundamental para comprender e 

interpretar la naturaleza y los propósitos de nuevos escenarios alternativos 

de conciliación en el marco de los conflictos armados. 

 

La naturaleza de la justicia transicional como proceso, modelo e instrumento 

necesario es expuesta en el Acto Legislativo 01 de 2017, el cual para la dis-

cusión y reflexión de esta investigación resulta fundamental. El Acto Legisla-

tivo 01 de 2017 corresponde a uno de los principales elementos que se su-

man a la discusión jurídica en torno a la posible existencia de un trato discri-

minatorio y desigual con la exclusión de los militares del componente de re-

paración o indemnización en la Ley 1448 de 2011. Este Acto Legislativo sur-

ge en el marco de la justicia transicional promovido con los Acuerdos de la 

Habana, y a través de este se crea el denominado “Sistema Integral de Ver-

dad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)”, el cual se relaciona 

con los derechos de las víctimas. Respecto de la reparación el artículo 18 

transitorio menciona que las víctimas tienen derecho a esta medida por las 

graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Hu-

manitario. Así mismo, describe el artículo citado:  

 

“La reparación será garantizada por el Estado de manera integral, 

adecuada, diferenciada y efectiva, priorizando la distribución de 

las medidas de reparación entre las víctimas teniendo en cuenta 

el universo de víctimas del conflicto armado y buscando la igual-

dad en el acceso y la equidad en la distribución de los recursos 

disponibles, y dando preferencia en la atención a los sujetos de 

especial protección constitucional”. 
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En otras palabras, se reconoce el derecho a la reparación de las víctimas, 

pero la misma se encuentra condicionada al menos a dos factores. Por un 

lado, a la priorización de determinadas víctimas que están sujetas a especial 

protección constitucional, y por otro, a la disponibilidad de los recursos desti-

nados para este fin. Y es que, en efecto, algunos estudios recientes mues-

tran que la reparación de las víctimas en Colombia puede estar desbordando 

la capacidad fiscal del Estado. Uno se estos es la investigación de Moreno y 

Puerto (2017) quienes calcularon que la indemnización de las víctimas en 

Colombia podía estar rodeando los 420 billones de pesos que conforme al 

ritmo seguido en los últimos años y al porcentaje del presupuesto de la Na-

ción invertido para la reparación de víctimas podía extenderse por cerca de 

100 años.  

 

La ausencia de diagnósticos serios y completos sobre el número de víctimas 

en Colombia puede ser la principal causa para el escaso análisis sobre las 

políticas públicas a implementar. La Ley 1448 de 2011 surge como una res-

puesta atrasada a las necesidades y requerimientos de las miles de víctimas 

en Colombia, pero en su origen no se tenía aún datos ciertos y precisos so-

bre la cantidad de víctimas. Ahora la Red Nacional de Información de la Uni-

dad de Víctimas reporta mes a mes el número total de hombres y mujeres 

víctimas del conflicto armado interno, y al 1º de julio de 2018 la cifra asciende 

a 8’708.664 (Red Nacional de Información, 2018, julio). 

 

Como se observa, se requiere de un enfoque diferente en la construcción de 

paz en Colombia, y ello exige modificar la visión en torno a la reparación ha-

cía un carácter más transformador y colectivo considerando la disponibilidad 

de recursos existentes. Y en efecto, se trata de una necesidad, pues no se 

trata de diseñar políticas con beneficios y prestaciones que en la aplicación 

resulten imposibles. Al ingresar al universo de víctimas a aquellos militares 

que cumplan con las descripciones del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 

para la reparación pecuniaria, se estaría aumentando la carga fiscal al Esta-



 

103 

do. Sin embargo, no se puede desconocer que las víctimas militares del con-

flicto armado interno deben ser reparados, pues hay situaciones específicas 

en las que no basta las prestaciones de orden laboral que ha determinado la 

Ley. Pese a lo anterior, el Acto Legislativo 01 de 2017 parece ofrecer luces y 

la posibilidad de incorporar a las víctimas militares pues el enfoque colectivo 

de reparación que allí se consigna supera uno de los principales obstáculos 

para una reparación efectiva: la capacidad del Estado para indemnizar a la 

totalidad de las víctimas. 

 

Recientemente, en el comunicado 079 del 28 de mayo de 2019, la Jurisdic-

ción Especial para la Paz -JEP- (2019, 28 de mayo)5, informaba la acredita-

ción de 20 militares secuestrados y sus familias en la toma de Miraflores co-

mo víctimas. Dicha acreditación de los militares como víctimas se hace en el 

marco del Caso 001 sobre secuestro. Desde esta perspectiva, las víctimas 

militares tienen derecho a las medidas de protección, al conocimiento de la 

verdad y las versiones de las personas que comparezcan, a la justicia, y cla-

ro está, a las medidas de reparación para restaurar el daño ocasionado.  

 

Este no es el único caso que ha venido estudiando la JEP que involucra víc-

timas militares. En junio de 2019, la Fuerza Aérea Colombiana entregó a la 

JEP un informe titulado “Vuelo a la Eternidad” sobre las víctimas militares 

pertenecientes a esta sección de las Fuerzas Militares y las cuales suman 

cerca de 1.600. El objetivo del informe es visibilizar, dignificar y reparar a las 

víctimas mediante la incorporación de estos casos al estudio de la JEP (Dia-

rio El Espectador, 2019, 19 de junio). Como se logra verificar, los miembros 

de la Fuerza Pública pueden ser reconocidos como víctimas en el marco del 

conflicto armado y los escenarios de la justicia transicional cuando los daños 

y perjuicios percibidos son el resultado de graves violaciones a los Derechos 

                                                
5 Componente del SIVJRNR producto de los Acuerdos de La Habana de 2016 y cuya función 
es la administración de justicia transicional y el conocimiento de delitos cometidos en el mar-
co del conflicto armado interno antes del 1º de diciembre de 2016. 
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Humanos y al Derecho Internacional Humanitario (Quintero, 2018; Velás-

quez, 2018). 

 

Como bien lo ha manifestado la Corte Constitucional (2016, 7 de abril), tanto 

los miembros de las Fuerzas Militares como de la Policía Nacional, pueden 

ser reconocidos como víctimas cuando estos han sufrido perjuicios por in-

fracciones graves a los DDHH y al DIH. De esta manera, una exclusión de 

los militares a recibir la respectiva indemnización económica en un proceso 

de justicia transicional resultaría inconstitucional y violatorio de los instrumen-

tos internacionales en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacio-

nal Humanitario (Velásquez, 2018). Existe una relación entre las nociones 

justicia transicional y militares víctimas, y por ello, la JEP ha empezado ha 

empezado a acreditar como víctimas a algunos miembros de las fuerzas ar-

madas.   
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CONCLUSIONES 
 

 

Los conflictos armados no internacionales suponen fenómenos complejos 

con multiplicidad de causas y consecuencias. En el centro estos conflictos, 

entre las acciones del Estado, las hostilidades de los grupos al margen de la 

Ley y las políticas públicas, se encuentran las víctimas como sujetos a los 

que el Derecho Internacional y la jurisprudencia internacional les ha venido 

reconociendo cada vez más un conjunto de derechos y garantías. En esce-

narios de justicia transicional, las víctimas continúan siendo el foco de aten-

ción. La inclusión de las mismas dentro de los componentes o medidas de la 

reparación integral constituye un requerimiento, una necesidad y una exigen-

cia en función de construir una sociedad más pacífica y democrática. 

 

Ahora bien, así como la población civil víctima del conflicto armado ha venido 

aumentando su catálogo de derechos y garantías, también los integrantes de 

las Fuerza Pública -militares y policías- han sido reconocidos como personas 

susceptibles de ser víctimas de los conflictos armados. Ello se debe, princi-

palmente, a la construcción de una noción variada y alternativa sobre el mili-

tar como ciudadano sujeto de derechos y deberes. Aunque este es un enfo-

que que en la literatura no tiene un amplio desarrollo, ya en algunos instru-

mentos internacionales se viene configurando y acentuando dicha visión. 

 

Por lo anterior, no resulta desproporcional que el artículo 3º de la Ley 1448 

de 2011 considerar a los miembros de la Fuerza Pública como víctimas del 

conflicto armado, y por tanto, individuos con derecho a la reparación integral. 

Sin embargo, el trato diferencial del parágrafo 1º de este mismo artículo ha 

originado una amplia discusión sobre sí existe una violación a la Constitución 

Política y los instrumentos internacionales por la exclusión de los policías y 

militares del componente de reparación de la Ley de Víctimas, y a quienes 

sólo se les aplica el régimen especial señalado por la Ley. 
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Para la mayoría de los integrantes de la Corte Constitucional se trata de una 

norma que no viola la Carta Fundamental ni los Derechos Humanos y, por 

tanto, exequible en el entendido que el riesgo voluntariamente asumido por 

los miembros de la Fuerza Pública y las diferentes prestaciones de orden 

laboral que se les ha reconocido, justifican su exclusión de la medida de re-

paración pecuniaria. Pero, aun así, en la misma sede constitucional hay po-

siciones encontradas de Magistrados que consideran que dicha sustracción 

de los miembros de la Fuerza Pública constituye una violación a los Dere-

chos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, y solicitan que la 

misma sea declarada inexequible o condicionada. 

 

De acuerdo a los resultados de esta investigación y al examen de la literatura 

disponible se puede afirmar que el parágrafo 1º de la Ley 1448 de 2011 

constituye una violación al orden constitucional, al derecho de igualdad y al 

principio de no discriminación que fundamenta el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos. En efecto, el daño ocasionado en el marco del con-

flicto armado interno supone circunstancias y condiciones particulares, y en 

algunos casos, desproporcionales a la luz de las normas internacionales. Por 

ello, la indemnización configura una medida necesaria para que la reparación 

integral sea efectiva y conlleve al cumplimiento de los objetivos que persigue 

en el marco de la justicia transicional. Así mismo, las prestaciones del régi-

men especial aplicado tienen su nacimiento en el escenario laboral lo cual no 

resulta incompatible con otras indemnizaciones a las que pueda tener dere-

cho el militar víctima del conflicto armado. 

 

Por los hallazgos obtenidos, una posibilidad es la creación de un régimen 

especial de indemnización para las víctimas militares del conflicto armado 

interno, considerando las particularidades de esta población y las condicio-

nes en que se generó el hecho victimizante. Una reglamentación alternativa 

para la reparación integral de las víctimas militares en relación con las medi-
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das de indemnización, puede ser una opción que permita superar esta dificul-

tad. En ese sentido, se puede crear un programa particular de indemnización 

y protección en general de las víctimas militares, pues como se ha sostenido, 

no se trata de equipararlos a los civiles, pero si reconocer el origen de los 

perjuicios, esto es, las graves violaciones al Derecho Internacional Humanita-

rio y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Valga resaltar, se 

trata de una recomendación y que puede ser objeto de futuras investigacio-

nes y estudios para valorar su pertinencia, necesidad y operacionalización. 

 

Sin embargo, resulta necesario reconocer y poner en discusión que la capa-

cidad del Estado para reparar a las víctimas es limitada. Ahora que se tiene 

datos más claros y precisos en torno a la cantidad de víctimas en Colombia, 

se puede evidenciar que la manera en que se adelanta la reparación de las 

mismas genera un riesgo fiscal para el Estado, y por ello, el Acto Legislativo 

01 de 2017 limita la reparación a la disponibilidad de los recursos en el uni-

verso de víctimas. Sin duda, esta situación también debe incluir a las vícti-

mas militares y servir de fundamento en el desarrollo de políticas destinadas 

a la reparación de este tipo de víctimas. 
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